
1 

 

La Notificación Previa Frente al Registro de Datos Negativos en el Historial Crediticio Como 

Núcleo Esencial del Derecho Fundamental al Habeas Data – Artículo 12 de la Ley 1266 de 2008 

 

 

 

 

Presentado por:  

Ana Marcela Gómez Herrera 

Andrés Santiago Becerra Bonilla 

 

 

 

 

 

 

 

Programa de Derecho 

Facultad Ciencias Humanísticas y Jurídicas. 

Unidad Central Del Valle Del Cauca - UCEVA. 

Tuluá Valle. 

2024-2 

 

 

 

 



2 

 

La Notificación Previa Frente al Registro de Datos Negativos en el Historial Crediticio Como 

Núcleo Esencial del Derecho Fundamental al Habeas Data – Artículo 12 de la Ley 1266 de 2008 

 

 

Proyecto de Monografía Para Optar al Título de Abogado 

 

 

Presentado por:  

Ana Marcela Gómez Herrera 

Andrés Santiago Becerra Bonilla 

 

 

 

 

Director: 

Mg. Juan David Arias Grisales. 

 

 

 

Programa de Derecho 

Facultad Ciencias Humanísticas y Jurídicas. 

Unidad Central Del Valle Del Cauca - UCEVA. 

Tuluá Valle. 

2024-2 

 



3 

 

Agradecimientos  

 

Agradezco a Dios por no permitirme desfallecer ante los obstáculos que surgieron durante el 

transcurso de este proceso; a mis padres y abuela paterna por su amor incondicional y su apoyo 

constante. Su fe en mí fue el motor que me permitió completar este camino. A mi abuela materna, 

quien desde el cielo me brindó su bendición y me impulsó a perseguir mis metas y nunca 

abandonarlas frente a las adversidades. 

  

Por último, y no menos importante, a mi compañera de tesis Ana, su apoyo, confianza, soporte y 

cariño ha sido invaluable, y a quien con orgullo tengo la fortuna de llamar amiga. Gracias por ser 

parte de este viaje. 

Santiago Becerra 

Al concluir esta hermosa etapa de mi vida quiero agradecer a mi pilar fundamental, mi madre 

quien con su amor, paciencia y esfuerzo me ha permitido llegar al final de la meta; a mi padre 

quien, aunque ya no este físicamente a mi lado, sigue presente en cada paso que doy, su recuerdo 

me inspira a ser mejor cada día, y este objetivo cumplido es en gran parte gracias a los valores 

que me enseñó; a mi hermano que es mi ejemplo a seguir;  a mi abuela que siempre me dio la 

bendición de Dios, y gracias a Rodrigo Andrés por estar presente con su apoyo emocional, 

paciencia, y palabras de aliento. 

Igualmente, quiero agradecer a mi colega Santiago, quien ha sido una fuente inagotable de 

motivación y compañía a lo largo de este camino, su amistad es de gran importancia en la 

construcción de este proyecto.   

Este logro es mío como de ustedes, los amo. 

Ana Marcela 



4 

 

Contenido 

1. Introducción……………………………………………………………………………………8 

2.Descripción Del Problema…………...…………………………………………………………11 

2.1. Formulación  Del Problema.………………………………………………………………....13 

 3. Justificación…………………………………………………………………………………...14 

4.Objetivos…………………………………………………………………………………….....16 

4.1 Objetivo General…………………………………………………………………………...16 

4.2Objetivos Específicos………………………………………………………………………16 

5.Marco Referencial…..………………………………….………………………………….…..,17 

   5.1 Marco Antecedentes……………………..………….………………………………….….17 

   5.2 Marco Teorico…….…………...…………………………………………………………..20 

   5.3 Marco Legal……………..………………..……………………………………………….25 

   5.4 Marco Conceptual……………………………………………………...………….………28 

6. Metodología………………………………………………………………………………..….31 

   6.1 Método de la investigación………………………………………………………………...31 

   6.2 Tipo de investigación………………………………………………………………………31 

   6.3 Población de la investigación……………………………………………………………...32 

7. Plan de Capitulos……………………………………………………………………….….….33 

   7.1 Primero: Antecedentes y marco normativo que a la fecha regula la notificación previa al 

registro de datos negativos ante centrales de riesgo de información financiera…………………33 



5 

 

   7.2 Segundo: Eficacia jurídica del Artículo 12 de la Ley 1266 de 2008 modificado por el 

Artículo 3 de la Ley 2157 de 2021……………………………………………………………..44 

8.Análisis y resultados de la Investigación…………………………………………………….62 

   8.1 El principio de la notificación previa y su eficacia legal………………………………..62 

   8.2 Importancia del proceso de notificación en la protección del Habeas Data…………….62 

   8.3 Impacto de datos con indebida notificación……………………………………………..63 

   8.4 Propuestas para el marco normativo y práctico………………………………………….64 

9.Conclusiones…………………………………………………………………………………65 

10.Recomendaciones Finales…………………………………………………………………..68 

Bibliografía……………………………………………………………………………...……69 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



6 

 

Lista de Tablas  

Tabla 1. Marco Legal del Proyecto……………………………………………………….……25 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



7 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

La Notificación Previa Frente al Registro de Datos Negativos en el Historial Crediticio Como 

Núcleo Esencial del Derecho Fundamental al Habeas Data – Artículo 12 de la Ley 1266 de 2008 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



8 

 

Resumen 

 

 

El presente trabajo de grado analiza la importancia de la notificación previa en el registro de 

datos negativos en el historial crediticio de las personas, considerándola como una garantía 

esencial del derecho fundamental al Habeas Data. Este derecho, consagrado en el artículo 15 de 

la Constitución Política, protege la intimidad personal y el buen nombre de los ciudadanos, 

permitiéndoles conocer, actualizar y rectificar la información personal contenida en bases de 

datos públicas y privadas. 

En el contexto financiero, el Habeas Data es especialmente relevante debido a las 

implicaciones que tiene el historial crediticio en la vida económica de los ciudadanos. Un reporte 

negativo en las centrales de riesgo financiero (como Datacrédito y Transunión) puede afectar 

gravemente el acceso a productos y servicios financieros, a oportunidades laborales y a 

beneficios como subsidios de vivienda. Por ello, la legislación ha desarrollado mecanismos de 

protección, entre los cuales destaca la notificación previa antes de que una entidad registre 

información negativa sobre un titular de datos. 

Este trabajo de grado analiza la importancia de la notificación previa al registro de datos 

negativos en el historial crediticio, como una protección esencial del derecho al Habeas Data en 

Colombia. Dicho derecho está consagrado en el artículo 15 de la Constitución Política de 

Colombia, que protege la intimidad personal y el buen nombre de los ciudadanos.  

La Ley 1266 de 2008 y su modificación en la Ley 2157 de 2021 establecen que las entidades 

financieras deben notificar a los titulares de los datos antes de proceder con el registro de 

información negativa, brindándoles la oportunidad de corregir errores o cumplir con sus 

obligaciones. Estas normativas establecen que las entidades financieras deben notificar a los 

titulares de los datos antes de proceder con el registro de información negativa, otorgándoles la 

oportunidad de corregir errores, demostrar pagos efectuados o ponerse al día con sus obligaciones 

antes del registro negativo u oponerse al mismo. 

La investigación se enfoca en la revisión de 12 sentencias de tutela que demuestran que el 

incumplimiento de la notificación previa puede llevar a la invalidez de los reportes negativos, que 

afectan tanto a los derechos fundamentales de los ciudadanos como a la confianza en el sistema 

crediticio.  
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Desde una perspectiva legal y doctrinal, el trabajo también explora los principios del Habeas 

Data y su conexión con otros derechos fundamentales como el buen nombre, la 

autodeterminación informática y el debido proceso. Asimismo, se identifican vacíos en la 

aplicación de la normativa y se proponen mejoras en los mecanismos de notificación, sugiriendo 

que se adopten medios electrónicos certificados o mecanismos de confirmación de recepción que 

eviten el desconocimiento de la información por parte del titular. 

Asimismo, se destaca que este mecanismo es crucial para garantizar el debido proceso y la 

protección del derecho al buen nombre, ya que tal y como está estipulado en la ley 1266 de 2008, 

es un requisito obligatorio a cumplir por parte de las fuentes de información, antes de registrar 

información en el historial de crédito del titular.  

Las conclusiones refuerzan la necesidad de mejorar las prácticas de notificación, 

incorporando mecanismos verificables y seguros para garantizar que los ciudadanos estén 

plenamente informados antes de ser reportados negativamente. Además, se sugiere la creación de 

programas educativos sobre los derechos al Habeas Data para mejorar la protección de los 

titulares de datos personales.  

 

Palabras Clave  

 

Habeas Data, Notificación previa, Reporte negativo, Buen nombre, Centrales de riesgo, Datos 

personales, Historial crediticio.  
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Abstract 

 

The present work analyzes the importance of prior notification in the registration of 

negative data in the credit history of individuals, considering it as an essential guarantee of 

the fundamental right to Habeas Data. This right, enshrined in Article 15 of the Political 

Constitution, protects the personal privacy and good name of citizens, allowing them to 

know, update and rectify the personal information contained in public and private 

databases. 

In the financial context, Habeas Data is especially relevant due to the implications that 

credit history has on the economic life of citizens. A negative report in financial credit 

bureaus (such as Datacrédito and Transunión) can seriously affect access to financial 

products and services, job opportunities and benefits such as housing subsidies. For this 

reason, legislation has developed protection mechanisms, including prior notification before 

an entity records negative information about a data subject. 

This degree dissertation analyzes the importance of prior notification before recording 

negative data in the credit history, as an essential protection of the right to Habeas Data in 

Colombia. 

This right is enshrined in Article 15 of the Political Constitution of Colombia, which 

protects personal privacy and the good name of citizens.  

Law 1266 of 2008 and its amendment in Law 2157 of 2021 establish that financial entities 

must notify data owners before proceeding with the registration of negative information, 

giving them the opportunity to correct errors or comply with their obligations. These 

regulations establish that financial entities must notify data subjects before proceeding with 

the recording of negative information, giving them the opportunity to correct errors, 

demonstrate payments made or become current with their obligations before the negative 

recording or object to it. 

The research focuses on the review of 12 tutela rulings that demonstrate that failure 

to provide prior notification can lead to the invalidity of negative reports, affecting both the 

fundamental rights of citizens and confidence in the credit system.  
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From a legal and doctrinal perspective, the paper also explores the principles of Habeas 

Data and its connection with other fundamental rights such as good name, computer self-

determination and due process.  

Likewise, gaps in the application of the regulations are identified and improvements in 

the notification mechanisms are proposed, suggesting the adoption of certified electronic 

means or mechanisms of confirmation of receipt to avoid the holder's ignorance of the 

information. 

It is also emphasized that this mechanism is crucial to guarantee due process and the 

protection of the right to a good name, since, as stipulated in Law 1266 of 2008, it is a 

mandatory requirement to be fulfilled by the information sources before recording 

information in the holder's credit history.  

The findings reinforce the need to improve reporting practices, incorporating verifiable 

and secure mechanisms to ensure that citizens are fully informed before being negatively 

reported. In addition, the creation of educational programs on Habeas Data rights is 

suggested to improve the protection of personal data subjects.  

 

Keywords  

 

Habeas Data, Prior notification, Negative report, Good name, Risk centers, Personal data, 

Credit history. 
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1. Introducción  

 

 

El derecho al Habeas Data ha adquirido una relevancia central en la sociedad moderna, 

donde el manejo de la información personal se ha convertido en un elemento crucial para la vida 

cotidiana de las personas, particularmente en el ámbito financiero y crediticio.  

En Colombia, este derecho está consagrado en la Constitución Política de Colombia (1991), 

específicamente en su Artículo 15, que otorga a los ciudadanos el derecho a la intimidad personal 

y familiar, al buen nombre y a la posibilidad de conocer, actualizar y rectificar la información 

personal que se haya recogido en bases de datos de entidades tanto públicas como privadas.  

En este contexto, el Congreso de la República de Colombia (2008), en su Ley 1266 de 2008, 

conocida como la Ley de Habeas Data, se erige como el marco normativo fundamental que 

regula el tratamiento de la información crediticia y financiera de las personas, con el objetivo de 

garantizar la protección de sus derechos fundamentales frente al uso indebido de sus datos. 

Retomando nuevamente al Congreso de la República de Colombia (2008), en la Ley 1266 de 

2008, concretamente en el Artículo 12, que regula la notificación previa al registro de datos 

negativos en las centrales de riesgo. Este artículo establece que las entidades financieras y 

comerciales deben notificar al titular de los datos antes de proceder al registro de información 

negativa sobre su comportamiento crediticio.  

La notificación previa es un elemento clave dentro del derecho al Habeas Data, ya que 

permite que el titular tenga la oportunidad de conocer el estado de su información, rectificar 

posibles errores y, en caso de que la información sea correcta, ponerse al día con sus obligaciones 

antes de que su historial crediticio se vea afectado. 

El historial crediticio de una persona es una de las herramientas más importantes que utilizan 

las entidades financieras para evaluar el riesgo crediticio y determinar la capacidad de pago de los 
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solicitantes de crédito. Un reporte negativo en una central de riesgo puede tener consecuencias 

graves para la vida económica y personal de un individuo, afectando su acceso a productos 

financieros, a subsidios de vivienda, ofertas laborales y a oportunidades económicas de 

emprendimientos, inversiones u otros. Por esta razón, la notificación previa es considerada como 

una de las garantías más importantes que ofrece el derecho al Habeas Data, ya que asegura que el 

titular esté debidamente informado sobre el uso de su información y le permite tomar medidas 

antes de que se genere un daño irreparable a su historial crediticio. 

El incumplimiento de este requisito de notificación previa puede llevar a que el registro 

negativo sea considerado inválido, lo que implica que el titular tiene derecho a solicitar la 

eliminación del reporte y la rectificación de su historial crediticio.  

A lo largo de los años, la jurisprudencia constitucional ha reforzado la importancia de la 

notificación previa como un núcleo esencial del derecho al habeas data. La Corte Constitucional 

(2021) y (2008), ha sido clara en señalar que este derecho es fundamental para garantizar que los 

ciudadanos tengan control sobre su información personal y que las entidades que manejan datos 

crediticios cumplan con los principios de veracidad, integridad y circulación restringida de la 

información. En particular, sentencias como la SU-139 de 2021 y la C-1011 de 2008 han 

reiterado que la falta de notificación previa vulnera el derecho al debido proceso y afecta 

gravemente los derechos fundamentales de las personas, ya que impide que estas puedan ejercer 

su derecho a la defensa y a la rectificación de la información. 

En este sentido, y tomando como referente al Congreso de la República de Colombia (2021), 

en la Ley 2157 de 2021, que modificó y complementó la Ley 1266 de 2008, introdujo nuevas 

disposiciones que refuerzan la protección del derecho al Habeas Data, incluyendo la figura del 

silencio positivo. Estas medidas buscan garantizar un equilibrio entre los derechos de los titulares 

de los datos y las responsabilidades de las entidades que manejan la información crediticia. 
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En la presente investigación se desarrollará a través de dos capítulos, en el Capítulo I se 

tendrá el desarrollo histórico de los antecedentes históricos y legales de la existencia y protección 

del derecho de habeas data y en el Capítulo II, se evaluará por medio de sentencias de tutela 

emitidas, cual es la eficacia de la no notificación previa, al registro de datos negativos en el 

historial de crédito de mi poderdante.  
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2. Descripción del Problema 

 

            En el país, la Constitución Política de Colombia (1991), específicamente en su Artículo 

15, establece como derechos fundamentales a la intimidad personal y el buen nombre; derechos 

que pueden verse vulnerados cuando una entidad u otra persona abusa de su posición dominante 

registrando, publicando, reportando datos o información de carácter general, que no corresponde         

a la realidad y que no puede ser comprobada, generando así un perjuicio. 

            Por otro lado, el Congreso de Colombia (2012) por medio de la Ley 1581 de 2012, 

reconoce la protección en el tratamiento de datos personales, por lo anterior el presente trabajo de 

grado se enfocará en determinar qué tan efectiva es la notificación previa por parte de las fuentes 

de información, al registro de datos negativos en el historial de crédito del titular ante las 

centrales de información financiera, como lo son Data Crédito Experian Computec y Transunion 

Colombia S.A. 

            El historial de crédito de cada ciudadano se compone del comportamiento que este tiene 

en el pago de sus obligaciones crediticias, el cual podrá ser consultado ante las entidades de 

carácter privado anteriormente mencionadas. Se compone de la fuente de información que 

corresponde a la entidad que otorga el producto de crédito y/o servicios, el titular de los datos que 

es la persona responsable del pago de crédito y/o servicio aprobado y del operador de datos; cada 

fuente tiene la libertad de elegir a que operador de datos se vincula. 

            La información para registrarse dentro del historial de crédito versa sobre, el tipo de 

producto aprobado, la entidad que lo aprueba, el monto aprobado, plazo establecido, número de 

obligación, valor de la cuota a pagar, saldo después de cada abono, casilla de reclamos, 

calificación individual y trimestral, calidad del titular (principal, codeudor o fiador), etc. 

             Para la aprobación de créditos o servicios, se tiene que las entidades financieras, 

bancarias, cooperativas y demás, tienen la responsabilidad de realizar un perfil de crédito del 
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solicitante, mismo que permitirá no solo conocer su comportamiento de pago, sino el origen de 

sus recursos, estabilidad laboral, y lo más importante, la minimización de riesgos frente al no 

pago futuro de la obligación; al ser datos personales los ya mencionados y registrar un  

comportamiento personal del titular, estos deberán estar previamente autorizados para su registro 

en una base de consulta pública y para la modificación que puedan sufrir a futuro. 

            La autorización en el tratamiento de datos personales se establece por el Congreso de 

Colombia (2012), específicamente en su Artículo 09 de Ley 1581 de 2012, que indica que esta es 

de obligatoria existencia y “deberá ser obtenida por cualquier medio que pueda ser objeto de 

consulta posterior” (p. 7). Es decir, la no tenencia de la autorización te impide el manejo de 

dichos datos del titular y su publicación en cualquier medio. 

            Si bien la información relacionada anteriormente se entiende de carácter positivo, frente al 

comportamiento de pago de las obligaciones, puede tornarse negativa, por el incumplimiento de 

las condiciones establecidas, afectando el BUEN NOMBRE tratado este como un derecho 

fundamental, por tanto, deberá seguirse un debido proceso antepuesto a la modificación de los 

datos, donde prima la notificación previa al registro de datos negativos, espacio que debe 

permitirle al titular de datos ejercer su defensa para evitar el daño que puede causarle el reporte  

de carácter negativo. 

            Por medio de pronunciamientos de la Corte Constitucional, se ha confirmado el carácter 

fundamental del Derecho a la Intimidad Personal, Habeas Data, Buen Nombre y debido proceso 

frente al comportamiento financiero de los ciudadanos, dado que un reporte de un dato negativo 

puede generar la negativa de un subsidio de vivienda, pérdida de un trabajo, despido, afectación 

en la salud, entre otros. 

            El inconveniente viene cuando al pedir la protección de estos por medio de una acción de 

tutela, reglada en el Artículo 86 de la Constitución Política, y en la cual, el juez por medio de 
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sentencia indica que su protección no es de carácter fundamental, que no se causa un perjuicio y 

que debe acudir a otras instancias donde el reclamo puede tardar años, y la vulneración 

permanece. 

            Actualmente, el desconocimiento por parte del aparato judicial para emitir los fallos al 

solicitar la protección del derecho al Habeas Data por un registro financiero negativo, perjudica la 

calidad y desarrollo del ciudadano. 

2.1Formulación del Problema 

            ¿Es realmente efectiva la notificación previa frente al registro de datos negativos en el 

historial de crédito del titular de la información cómo componente fundamental para la protección 

del derecho al Habeas Data? 
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3. Justificación 

            El objeto del presente es demostrar con base en la legislación colombiana, la efectividad 

de la notificación previa frente al registro de datos negativos en el historial de crédito del titular 

de la información como componente fundamental de los derechos de Habeas Data, Buen Nombre 

y Autodeterminación Informática, y que para su protección podrá ser amparada por medio de la 

Acción de Tutela, mecanismo establecido en la ley para la protección de los derechos 

fundamentales. 

            Debe reconocerse por parte de cada juez en Colombia que, no solo la acción cometida en 

un delito tipificado en el código penal, puede ser una grave afectación en los antecedentes de una 

persona que merece una pena punible, también lo es, que existen otras acciones y registros que 

perjudican de sobremanera a una persona, como lo es un dato negativo ante las centrales de 

información financiera Data crédito Experian Computec y Transunion Colombia S.A. 

            Por consecuente, y al estar sujetos a normas internacionales, y a la no existencia de una 

pena de cadena perpetua, no podrá ningún ciudadano tener en sus antecedentes y/o historial un 

registro negativo, esto porque se busca el reintegro a la sociedad y la recuperación de su persona 

como tal. Es por esto que un dato negativo financiero para una obligación, no podrá ser reportado 

sin cumplirse por parte de la fuente de información, con su deber de remitir una notificación y/o 

comunicación previa al titular de la información. Lo anterior con el fin de que este pueda 

demostrar o efectuar el pago de la obligación, así como controvertir aspectos tales como el monto 

de la obligación o cuota y la fecha de exigibilidad. Si bien en la Carta Política de Colombia se 

establecen los derechos que tienen protección constitucional por su condición de fundamentales, 

debido a los cambios constantes en políticas y nacimiento de otros derechos y necesidades que 

deben ser protegidas, estos o bien deben modificarse o ampliarse para la protección fundamental 
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a nuevos derechos, acciones que exigen y requieren de una publicidad debida a los jueces 

encargados de la protección por intermedio de la ley. 
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4. Objetivos 

4.1 Objetivo General 

            Determinar la importancia de la notificación previa como mecanismo de protección del 

derecho de Habeas Data para el titular de los datos frente al registro de datos en las centrales de 

riesgo. 

4.2 Objetivos específicos 

            Demostrar con base a la normatividad constitucional, legal y jurisprudencial que el 

derecho al Habeas Data si cumple con los supuestos de protección fundamental. 

            Definir la relación existente entre la notificación previa y los datos que se registran ante 

centrales de riesgo.  

            Análisis de la legislación que versa sobre la notificación previa como requisito obligatorio 

para las fuentes de información. 
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5. Marco referencial 

5.1Marco de Antecedentes 

            Para la presente investigación se hizo necesario la consulta de varias referencias 

bibliográficas por medio de trabajos relacionados con el tema a tratar, que se presentan a 

continuación:  

  La tesis de grado denominada “Herramientas jurídicas para la protección de los datos 

personales en Colombia: análisis del grado de protección jurídica del Habeas Data” realizada por 

Puello Rincón (2016), de la Universidad Libre, por medio de la cual se realizó un análisis a las 

herramientas que han surgido en aras de la protección de datos personales, en como estas pueden 

tener un impacto negativo en la cotidianidad. Se hace mención en este a la necesidad de balancear 

el poder informático que se ha incluido en la proyección social de la persona en el concepto de la 

intimidad, otorgando herramientas jurídicas para proteger los derechos relacionados con el 

tratamiento de datos personales. Parte de la conclusión de este, es que la constitucionalización del 

derecho y la evolución generacional de los derechos humanos han sido fundamentales en este 

desarrollo, asegurando la protección de los ciudadanos frente al Estado y los particulares y 

convirtiendo los derechos fundamentales en normas imperativas que orientan todo el 

ordenamiento jurídico 

            El trabajo académico “El Habeas Data en Colombia: su desarrollo y conexidad con los 

derechos fundamentales” realizado por Pérez Fernández (2017), de la Universidad Católica de 

Colombia, por medio del cual se estudió la conexión del derecho de Habeas Data como un 

derecho fundamental dentro del ordenamiento jurídico vigente y los pronunciamientos de las 

cortes, respecto a ello, siendo el objetivo principal el analizar el  derecho de Habeas Data y su 

relación con los derechos fundamentales, para determinar su ámbito de aplicación según la 

legislación vigente y los pronunciamientos realizados por las altas cortes sobre el tema 
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            El trabajo de grado que presenta como nombre “Alcance e Implicaciones Del Derecho Al 

Habeas Data En El Comercio Colombiano” realizado por Escobar Peñalver y Pajarito Contreras 

(2014), de la Pontificia Universidad Javeriana, por medio del cual se estudió la implicación en el 

sector comercial del país frente al tratamiento de los datos personales a través del derecho de 

Habeas Data, teniendo en cuenta que esto pueda tener una afectación en el sector de estudio, 

dentro del análisis realizado de la jurisprudencia de la Corte Constitucional se tiene que 

Constitución está basada en un modelo de economía social, que reconoce la libertad de empresa y 

la libre competencia. Sin embargo, estos derechos económicos no son absolutos y siempre están 

subordinados a los derechos fundamentales, como el Habeas Data. 

            Esta investigación permite tener otro punto de vista sobre el tema de estudio, el Habeas 

Data es un tema que puede ser de estudio desde lo civil o comercial, dada su aplicación, la 

protección del Buen Nombre del titular de datos, no está limitado a la información que pueda 

tener en centrales de riesgo, sino también de su relación comercial ante las entidades financieras 

y otras relacionadas.  

            El trabajo de grado “Reflexiones en torno al conflicto entre el derecho de Habeas Data y 

el derecho de acceso a la información” realizado por Ospina Díaz (2021), de la Universidad 

Externado de Colombia, donde se investiga la importancia de equilibrar dos derechos 

fundamentales: el acceso a la información pública y la protección de los datos personales. El 

derecho al acceso a la información permite a los ciudadanos obtener información de entidades 

públicas, mientras que el derecho al habeas data les permite conocer, actualizar y rectificar sus 

datos personales en cualquier base de datos pública o privada. 

            El propósito de este texto es identificar las circunstancias en las cuales es posible acceder 

a la información pública respetando al máximo la protección de los datos personales, 

proponiendo una hipótesis que permita ejercer ambos derechos en armonía, sin comprometer la 
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transparencia y la libertad, principios fundamentales para la efectividad de estos derechos y su 

ejercicio democrático en un Estado de derecho.  

            El trabajo de grado “Derecho Fundamental al Habeas Data: ¿Cómo se ha desarrollado y 

cuáles han sido sus consecuencias frente al ordenamiento jurídico colombiano?”, realizado por 

Jaramillo Romero (2016), por medio de este se pretende profundizar más sobre el tratamiento al 

derecho de Habeas Data, según la ley y jurisprudencia, que en ocasiones se indica que es o no de 

carácter fundamental. Es importante esta investigación, ya que la autora hace una recopilación de 

la existencia y practica del derecho de Habeas data, desde la entrada en vigencia de la Ley 1581 

de 2012, por medio de la cual se estableció un régimen jurídico para la protección de datos 

personales o Habeas Data. 

La Superintendencia de Industria y Comercio (2022), expone que y como resultado de 

procesos de evaluación de la Ley 1266 de 2008 por parte de las fuentes de información, estos se 

realiza por medio de análisis estadístico de quejas presentadas ante la SIC y la revisión de parte 

de la entidad de los procedimientos de notificación, donde la mayoría de las quejas están 

directamente relacionadas con el incumplimiento en el envío de la notificación previa al registro 

de datos negativos, teniéndose como conclusión la necesidad de reforzar la vigilancia a las 

entidades, para su cumplimiento conforme a la ley.  

En estudio del Parlamento Europeo sobre Protección de Datos (2014), que tuvo como 

objetivo el analizar la implementación de la protección de datos personales en el sector financiero 

dentro de la Unión Europea, por medio de la revisión de las normativas nacionales e 

internacionales sobre protección de datos, con énfasis en la Directiva 95/46/CE; se presentó como 

hallazgos, que la notificación previa es un elemento fundamental para garantizar la transparencia 

en el manejo de datos personales. La investigación destacó que la falta de notificación en varios 

países miembros resultaba en sanciones severas para las entidades que incumplían, este aporta en 
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la comparación con la normativa europea que se realiza que la notificación previa no solo es un 

mecanismo de protección en Colombia, sino que es parte de un estándar global de protección de 

datos. Este estudio refuerza la necesidad de ver la notificación previa como un derecho humano 

fundamental y no solo como un requisito administrativo. 

En el Informe de la OCDE sobre Protección de Datos Personales y Servicios Financieros 

(2018), se tuvo como objetivo el examinar cómo los sistemas de notificación afectan el acceso a 

los servicios financieros en países de la OCDE; por medio de un análisis cuantitativo de la 

correlación entre políticas de protección de datos y el acceso a servicios financieros. En el 

informe se concluye que en países donde la notificación previa es estrictamente aplicada, hay 

menos incidencias de errores en los reportes crediticios, lo que mejora la confianza en el sistema 

financiero. La investigación destaca la necesidad de armonizar las leyes nacionales con los 

estándares internacionales para garantizar la protección efectiva de los consumidores. Este 

informe proporciona una base comparativa que permite observar que la correcta implementación 

de la notificación previa contribuye a un sistema financiero más confiable y transparente. 

Además, muestra cómo la falta de armonización en la protección de datos puede debilitar el 

sistema financiero. 

5.2 Marco Teórico  

            El presente trabajo tiene sus bases teóricas en las teorías de los derechos fundamentales, 

los derechos humanos y la modernidad, entendiéndose desde la perspectiva del liberalismo y la 

distinción público – privado, como también con la responsabilidad estatal frente al manejo de 

datos personales ante las centrales de riesgo.  

5.2.1Teoría de los derechos fundamentales  

            La teoría de los derechos fundamentales es un campo dinámico y esencial para la 

construcción de sociedades justas y equitativas. La protección de estos derechos requiere un 
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compromiso constante de los Estados, las organizaciones internacionales y la sociedad civil para 

asegurar que todos los individuos puedan vivir con dignidad y libertad. A través de la educación, 

la vigilancia y la implementación efectiva de los mecanismos de protección, se puede avanzar 

hacia un mundo donde los derechos fundamentales sean plenamente respetados y garantizados, 

teniendo cada país la potestad de su inclusión en la legislación nacional. 

            Existen diversos autores a lo largo de la historia que se han pronunciado frente al tema, 

como es el caso de Ronald Dworkin (1977), este expone que los derechos deben ser considerados 

como "trumps" o factores que prevalecen sobre otros tipos de consideraciones políticas. Para el 

autor, los derechos fundamentales son exigencias de justicia que deben ser respetadas en 

cualquier circunstancia. También destaca que los derechos individuales no pueden ser 

sacrificados por el bien mayor de la sociedad, y que la protección de estos, es una cuestión de 

principios morales fundamentales; proporcionando una importancia mayor al trato a cada persona 

con igual respeto y consideración sin distinción alguna, lo que es un principio de una democracia 

liberal.  

            En su obra, Dworkin (1977) argumenta lo mencionado, que los derechos son inmunes a 

las políticas utilitarias que buscan el mayor bienestar para el mayor número de personas. Según 

su tesis, los derechos fundamentales actúan como límites sobre las acciones del gobierno, 

protegiendo a los individuos contra injusticias, incluso si estas injusticias beneficiarían a la 

mayoría. Además, introduce la idea de "derechos de principios" frente a "derechos de políticas," 

donde los primeros son inherentes e inviolables, mientras que los segundos son contingentes y 

negociables según el contexto político y social. 

            La teoría de los derechos fundamentales, por lo tanto, no solo se enfoca en la protección 

individual, sino también en cómo estos derechos interactúan dentro de la estructura social y 

política, asegurando un equilibrio entre la libertad individual y la justicia colectiva. 
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5.2.2 Liberalismo 

            Los derechos primordiales son derechos de autonomía del ciudadano frente al Estado; o 

sea, se concibe a los derechos y libertades como derechos de custodia. La teoría del liberalismo 

es una corriente de pensamiento político y filosófico que sostiene la importancia de la libertad 

individual, la igualdad ante la ley, y el gobierno limitado. A lo largo de los siglos, el liberalismo 

ha evolucionado en diversas formas, pero algunos principios fundamentales se mantienen 

constantes, como lo son la libertad individual, la igualdad ante el Estado y la ley, el derecho a la 

propiedad privada, entre otros.  

            El liberalismo coloca un fuerte énfasis en la libertad personal, considerando que los 

individuos deben tener la autonomía para tomar decisiones sobre sus vidas, siempre y cuando no 

infrinjan los derechos de los demás. Esto se manifiesta en la defensa de los derechos civiles y 

políticos, como la libertad de expresión, de religión y de asociación, brindando a cada persona la 

oportunidad de sus elecciones sin un sometimiento al otro o al mismo Estado.  

            La independencia se basa en hacer todo lo cual no perturbe a los demás: debido a lo cual 

el ejercicio de los derechos naturales de cada hombre únicamente tiene los parámetros que 

aseguren a los demás miembros de la sociedad, el goce de los mismos derechos. La libertad de 

cada ciudadano irá hasta la libertad del otro.  

            Aquellos parámetros no tienen la posibilidad de estar determinados en la ley. La 

independencia es garantizada sin condición material alguna, o sea no está sometida al 

cumplimiento de determinados fines o funcionalidades del poder, ya que la soberanía de la 

voluntad no es objeto de una legislación propia, sino en el tamaño que sea compatible con el 

marco general, abstracto y formal de la ley; por esto se han dado garantías como por ejemplo, lo 

expuesto por Bernales Ballesteros (1999) :"nadie está obligado a hacer lo cual la ley no manda, ni 

impedido de hacer lo cual ella no prohíbe" (p.170) y la prohibición de la retroactividad de la ley. 
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De esa forma, puede decirse que la protección de la independencia humana se convierte en el fin 

supremo de la sociedad y del Estado; actuando como comienzo delimitador de los derechos 

fundamentales, así como soporte del modelo constitucional liberal, con las debidas garantías a 

cada ciudadano.  

5.2.3 Distinción público – privado 

            La teoría de la distinción entre lo público y lo privado es fundamental en la filosofía 

política y social, y ha sido abordada por varios pensadores a lo largo de la historia. Esta 

distinción se refiere a la separación conceptual y práctica entre esferas de actividad, poder y 

responsabilidad que pertenecen respectivamente al ámbito público y al ámbito privado de la vida 

social y política. 

            El Derecho Público, regula las interacciones del estado y las administraciones públicas 

con los habitantes. Es un tipo de derecho en el cual las reglas se ejercen en representación a los 

intereses del Estado. 

            El derecho privado, centra el grupo de reglas jurídicas que regulan las interrelaciones y 

ocupaciones entre las personas. En esta rama de la justicia la regulación de reglas entre los 

sujetos, parte del equilibrio de condiciones, y sin interferencia de los intereses del Estado, sin 

embargo, deberá estar siempre sujeto al respecto de las garantías constitucionales que se exijan. 

            Aristóteles (1998), en su obra Política, distingue entre la esfera pública (la ciudadanía y la 

administración de lo público) y la esfera privada (la familia y la economía doméstica). 

Consideraba que ambas esferas tenían roles específicos y complementarios en la sociedad. 

            La importancia fundamental de una diferencia entre lo público y privado, radica en que 

por medio de esta teoría entendemos la estructura y operatividad de la sociedad, así como el 

discutir sobre los límites del poder estatal y la autonomía individual en la vida social y política. 
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5.2.4 Responsabilidad de la Administración Pública en la Protección de Datos Personales 

            La responsabilidad de la administración pública en la protección de datos personales es un 

aspecto fundamental para garantizar el derecho a la privacidad y la seguridad de la información 

de los ciudadanos. Esta responsabilidad se enmarca dentro de las obligaciones legales y éticas 

que las entidades públicas deben cumplir para proteger los datos personales que recopilan, 

almacenan y tratan en el ejercicio de sus funciones, y cuando las entidades privadas según sea su 

objeto, tienen a su disposición el manejo de datos personales.  

            La administración pública está obligada a cumplir con todas las normativas de protección 

de datos personales vigentes. El Congreso de la República de Colombia (2012), regula esta 

obligación por medio de la Ley Estatutaria 1581 de 2012, que establece el régimen general de 

protección de datos personales, y por la Ley 1266 de 2008. El Congreso de la República de 

Colombia (2021), modificó la anterior ley por medio de la Ley 2157 de 2021, que regula la 

administración de información crediticia, financiera, comercial y de servicios. Estas leyes 

establecen principios y directrices que las entidades públicas deben seguir para garantizar un 

tratamiento adecuado de los datos personales. 

            Existen elementos claves para el manejo de los datos personales y que se cumpla con las 

disposiciones de ley; como el consentimiento para el uso de la información privada y/o personal, 

el cual debe ser previo, expreso e informado del titular de los datos personales para su 

tratamiento, salvo en los casos exceptuados por la ley. Se debe garantizar el derecho del titular de 

los datos, sobre la información que a su nombre se tiene para manejo, como el acceso, las 

modificaciones, entre otros, y finalmente, las entidades públicas deben inscribir sus bases de 

datos en el Registro Nacional de Bases de Datos administrado por la Superintendencia de 

Industria y Comercio. 
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            Asimismo, al ser una responsabilidad del Estado, la administración pública debe 

implementar medidas de seguridad técnicas, humanas y administrativas para proteger los datos 

personales contra riesgos como la pérdida, el acceso no autorizado, la alteración y la divulgación. 

Estas medidas deben ser adecuadas al nivel de sensibilidad de los datos y proporcionales a los 

riesgos identificados en cada sector, salud, finanzas, seguridad, etc. 

5.3 Marco Legal 

El marco legal que rige la protección de datos personales en las centrales de riesgo en 

Colombia se fundamenta principalmente en las disposiciones constitucionales, la Ley 1266 de 

2008 modificada por la Ley 2157 de 2021 y la Ley 1581 de 2012. 

Tabla 1.  

Marco Legal del Proyecto.  

Norma Explicación 

Constitución Política De Colombia (1991) Artículo 15. Todas las personas tienen 

derecho a su intimidad personal y familiar y a 

su buen nombre, y el Estado debe respetarlos 

y hacerlos respetar. De igual modo, tienen 

derecho a conocer, actualizar y rectificar las 

informaciones que se hayan recogido sobre 

ellas en bancos de datos y en archivos de 

entidades públicas y privadas. 

Artículo 29. El debido proceso se aplicará a 

toda clase de actuaciones judiciales y 

administrativas. 

Nadie podrá ser juzgado sino conforme a 

leyes preexistentes al acto que se le imputa, 

ante juez o tribunal competente y con 

observancia de la plenitud de las formas 

propias de cada juicio. 

En materia penal, la ley permisiva o 

favorable, aun cuando sea posterior, se 

aplicará de preferencia a la restrictiva o 

desfavorable. 

Artículo 86. Toda persona tendrá acción de 

tutela para reclamar ante los jueces, en todo 

momento y lugar, mediante un procedimiento 

preferente y sumario, por sí misma o por 

quien actúe a su nombre, la protección 

inmediata de sus derechos constitucionales 
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fundamentales, cuando quiera que éstos 

resulten vulnerados o amenazados por la 

acción o la omisión de cualquier autoridad 

pública. 

La protección consistirá en una orden para 

que aquel respecto de quien se solicita la 

tutela, actúe o se abstenga de hacerlo. El fallo, 

que será de inmediato cumplimiento, podrá 

impugnarse ante el juez competente y, en todo 

caso, éste lo remitirá a la Corte Constitucional 

para su eventual revisión. 

Esta acción solo procederá cuando el afectado 

no disponga de otro medio de defensa judicial, 

salvo que aquella se utilice como mecanismo 

transitorio para evitar un perjuicio 

irremediable. 

En ningún caso podrán transcurrir más de diez 

días entre la solicitud de tutela y su 

resolución. 

La ley establecerá los casos en los que la 

acción de tutela procede contra particulares 

encargados de la prestación de un servicio 

público o cuya conducta afecte grave y 

directamente el interés colectivo, o respecto 

de quienes el solicitante se halle en estado de 

subordinación o indefensión. 

 

Ley 1266 de 2008 Establece el régimen de protección de datos 

personales en las centrales de riesgo crediticio 

y financiero. Esta ley define las obligaciones 

de los operadores y usuarios de información 

crediticia, así como los derechos de los 

titulares de la información.  

Por la cual se dictan las disposiciones 

generales del habeas data y se regula el 

manejo de la información contenida en bases 

de datos personales, en especial la financiera, 

crediticia, comercial, de servicios y la 

proveniente de terceros países y se dictan 

otras disposiciones. 

Artículo 1°. Objeto. La presente ley tiene por 

objeto desarrollar el derecho constitucional 

que tienen todas las personas a conocer, 

actualizar y rectificar las informaciones que se 

hayan recogido sobre ellas en bancos de datos, 

y los demás derechos, libertades y garantías 

constitucionales relacionadas con la 
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recolección, tratamiento y circulación de datos 

personales a que se refiere el artículo 15 de la 

Constitución Política, así como el derecho a la 

información establecido en el artículo 20 de la 

Constitución Política, particularmente en 

relación con la información financiera y 

crediticia, comercial, de servicios y la 

proveniente de terceros países. 

• Esta ley establece el marco normativo 

para el tratamiento de datos personales en las 

centrales de riesgo crediticio y financiero. 

• Define los principios de veracidad, 

integridad, transparencia, seguridad, y 

confidencialidad que deben regir el 

tratamiento de la información. 

• Establece los derechos de los titulares 

de la información, como el derecho de acceso, 

rectificación, actualización y supresión de 

datos. 

• Regula las obligaciones de los 

operadores de información (centrales de 

riesgo) y los usuarios de la información 

(entidades financieras y comerciales) para 

garantizar la protección de los datos 

personales. 

Ley 1581 de 2012 La Ley General de Protección de Datos 

Personales en Colombia y establece 

principios, derechos y procedimientos 

relacionados con la recolección, 

almacenamiento, uso, circulación y supresión 

de datos personales. 

Por la cual se dictan disposiciones generales 

para la protección de datos personales. 

Artículo 1o. Objeto. La presente ley tiene por 

objeto desarrollar el derecho constitucional 

que tienen todas las personas a conocer, 

actualizar y rectificar las informaciones que se 

hayan recogido sobre ellas en bases de datos o 

archivos, y los demás derechos, libertades y 

garantías constitucionales a que se refiere el 

artículo 15 de la Constitución Política; así 

como el derecho a la información consagrado 

en el artículo 20 de la misma. 

• Esta ley amplía el régimen de 

protección de datos personales a todos los 

sectores y actividades, incluyendo las 

centrales de riesgo. 
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• Establece principios adicionales como 

el principio de legalidad, finalidad, libertad, 

calidad, transparencia, acceso y circulación 

restringida, seguridad y confidencialidad. 

• Introduce la figura del "Encargado del 

Tratamiento", que es la persona natural o 

jurídica que realiza el tratamiento de datos 

personales por cuenta del "responsable del 

tratamiento". 

• Establece el procedimiento para la 

recolección y tratamiento de datos personales, 

así como las medidas de seguridad que deben 

ser implementadas para proteger dicha 

información. 

 

Sentencia C-1011 de 2008 de la Corte 

Constitucional  

•En esta sentencia, la Corte Constitucional 

revisó la constitucionalidad de la Ley 1266 de 

2008. 

•La Corte sostuvo que la protección de datos 

personales (Habeas Data) es un derecho 

fundamental que debe ser protegido, pero que 

también es necesario equilibrarlo con la 

necesidad de información para el 

funcionamiento del sistema financiero y 

crediticio. 

•La sentencia subrayó la importancia de que 

las centrales de riesgo cumplan con los 

principios de veracidad y seguridad en el 

manejo de la información, y que los titulares 

de la información tengan mecanismos 

efectivos para ejercer sus derechos. 

Sentencia T-414 de 1992 de la Corte 

Constitucional 

•En esta sentencia, la Corte Constitucional 

reconoció el habeas data como un derecho 

fundamental autónomo. 

•Se estableció que los ciudadanos tienen el 

derecho a conocer, actualizar y rectificar la 

información que sobre ellos reposa en bases 

de datos y archivos de entidades públicas y 

privadas, en todo momento. 

Nota. Elaboración propia de los autores.  

5.4. Marco conceptual  

            Para el desarrollo del presente trabajo de grado es importante explicar los conceptos que 

se han visto o se verán a través de todo el texto ya que esto es necesario para el buen 
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entendimiento de la estructura de este, teniendo en cuenta los mismos como una base para el buen 

perfeccionamiento de tema. 

Habeas Data: Este es un derecho el cual se basa en que toda persona tiene la capacidad de 

conocer, actualizar y rectificar su información personal, como parte de su intimidad personal y 

familiar para así no afectar su buen nombre, y esto, debe ser respetado por el estado o por 

cualquier entidad, ya sea pública o privada. 

 Datos Personales: Los cuales se refieren a toda la información relacionada a una persona que 

permiten su identificación personal o en otro aspecto laboral, o también puede constituirse con 

datos de más carácter personal.   

Debido Proceso: Es aquella garantía procesal que debe estar presente en todos los procesos 

independientemente del área en que se enfoquen, este debe ser respetado para que todas las 

personas o entidades ya sean privadas o públicas tengan un buen manejo de todos los datos que 

las personas les proporcionan. 

Autodeterminación: Esto es la capacidad que tiene cada persona de determinada población para 

decidir sobre diversos temas, como un sistema político o económico. 

Intimidad: La intimidad personal se refiere a diversos aspectos personales que deben ser 

íntimos, y no deben ser divulgados, puede ser la información que suministran a alguna entidad y 

debe ser guardada sin divulgársela a nadie. 

Autorización: El suministro de los datos de carácter financiero, crediticio, comercial y/o de 

servicios a los Operadores de Información requiere el consentimiento expreso, libre y previo, 

otorgado por el Titular a la Fuente de Información.  

Fuente de Información: Entidad encargada de registrar el comportamiento del titular con los 

productos o servicios adquiridos, ante las centrales de riesgo, para que este posteriormente pueda 

ser consultado en su historial de crédito. Para el Congreso de la República de Colombia (2008), 
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en el Numeral 5, Artículo 8º de la Ley 1266 de 2008, las fuentes tienen el deber legal de 

conservar copia o evidencia de la respectiva autorización.  

Centrales de Riesgo: Entidades que recopilan, gestionan y suministran información sobre el 

historial crediticio y financiero de individuos y empresas. Su función principal es evaluar la 

solvencia y el riesgo crediticio de los solicitantes de préstamos y otros productos financieros, 

ayudando a las instituciones financieras a tomar decisiones informadas sobre la concesión de 

crédito. 

Notificación Previa:  Para la Superintendencia de Industria y Comercio (2022), el reporte de 

información financiera y crediticia de carácter negativo exige siempre que la Fuente de 

Información tenga soportes documentales que demuestren el origen, existencia y condiciones de 

la obligación.  

Reporte Negativo: Anotación en historial de crédito, que afecta el Buen Nombre del titular de 

los datos, que está originado por un incumplimiento de su parte.  
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6. Metodología 

6.1 Método de la Investigación 

            El enfoque de esta investigación es cuantitativo, ya que se busca analizar el impacto de la 

notificación previa en el derecho al Habeas Data mediante un análisis sistemático de sentencias 

de tutela. La metodología cuantitativa permite “examinar los datos de manera numérica, con el 

fin de identificar patrones y probar teorías” (Hernández, Fernández, & Baptista, 2014, p. 4). Para 

ello, se seleccionaron 12 sentencias de tutela relacionadas con la Ley 1266 de 2008, obtenidas a 

través de la base de datos de la empresa GRUPO SOLIS SC SAS con Nit 900.960.677-9 donde 

labora uno de los investigadores. Las variables clave fueron el cumplimiento de la notificación 

previa y el fallo a favor o en contra del accionante. Los datos se codificaron y analizaron para 

identificar la eficacia de la notificación previa en la resolución de los casos. 

6.2 Tipo de Investigación 

             La investigación es descriptiva, porque según Hernández, Fernández y Baptista (2014), 

esta es un método de estudio que tiene como objetivo principal describir de manera detallada y 

precisa un fenómeno, situación, problema o caso específico. En este tipo de investigación, se 

recopila y analiza información para obtener una imagen clara y detallada de lo que se está 

estudiando, sin buscar explicaciones causales o relaciones entre las variables. 

            La investigación descriptiva se centra en la observación, la medición y la recopilación de 

datos a través de distintas técnicas como encuestas, entrevistas, observación directa, entre otras. 

El objetivo es presentar información objetiva y verídica sobre el tema de estudio, sin 

interpretaciones o juicios de valor. Este tipo de investigación es útil para comprender y 

documentar características, comportamientos, opiniones o tendencias en una determinada 

población o muestra, y suele ser el primer paso en un proceso de investigación más amplio. 
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Es especialmente útil en el ámbito de las ciencias sociales y de la salud, pero también se puede 

aplicar en otras disciplinas. 

6.3 Población de la Investigación 

             La población de esta investigación se constituye de 12 (doce) sentencias emitidas por los 

jueces constitucionales del país, que serán objeto de estudio para determinar las razones tomadas 

por estos, frente a la protección del derecho de Habeas Data y que tanto tiene se tiene o no en 

cuenta la notificación previa que debe realizar la fuente de información.  

              Por tratarse de una investigación jurídica y descriptiva, no se hará sobre una población 

en específico, sino que estará basada en el análisis documental, jurisprudencial y normativo 

relacionado con la dogmática sobre los derechos al Habeas Data y la Autodeterminación 

Financiera, frente a la protección de datos personales de carácter económico, al ser un tema 

general a nivel nacional y no sobre un grupo de muestra determinado. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



37 

 

7. Plan de Capítulos 

            En este apartado, se desarrollan los capítulos de la investigación que, a su vez, se 

encuentran relacionados a los objetivos específicos del presente. 

7.1 Primero: Antecedentes y marco normativo que a la fecha regula la notificación previa al 

registro de datos negativos ante centrales de riesgo de información financiera. 

7.1.1 Antecedentes Históricos  

            El derecho al Habeas Data surge como una respuesta a la creciente necesidad de proteger 

la información personal de los ciudadanos frente a los abusos de quienes la manejan, tanto en el 

ámbito público como en el privado. Este derecho surge en un contexto en el que la información 

se ha convertido en un activo valioso, y los abusos en su manejo pueden tener consecuencias 

graves para los individuos, afectando derechos fundamentales como la intimidad, el buen 

nombre, la privacidad y la autodeterminación informativa. 

            Uno de los principales desafíos que se ha enfrentado en esta área es la notificación previa 

al registro de datos negativos en las centrales de riesgo. Esto se refiere al deber de las entidades 

financieras y comerciales de notificar a los titulares de los datos cuando se va a registrar 

información negativa sobre su comportamiento crediticio. Este deber tiene por objeto proteger los 

derechos de los ciudadanos y permitirles, si es necesario, tomar medidas para evitar el registro o 

corregir la información. 

            La importancia de la notificación previa, es la de que el titular de datos pueda ejercer el 

derecho de contradicción, realizar el pago de la obligación o refutar el monto de la obligación, 

cuota o la fecha de exigibilidad, o inclusive la existencia de la misma, al generar el registro 

negativo consecuencias negativas, no solo en el ámbito bancario, sino a nivel personal y laboral, 

queda con una seña que afecta su buen nombre ante la sociedad y no le permite el acceso a 

subsidios de vivienda, ofertas de trabajo, y otros.  
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            La notificación debe informar de manera explícita las consecuencias del no pago, 

incluyendo el reporte negativo en las centrales de riesgo. Esto debe incluir el nombre de las 

entidades que administran las bases de datos (Datacrédito Experian Computec o Transunión 

Colombia/CIFIN). Además, debe señalar que el reporte negativo afectará el historial crediticio 

del titular y su capacidad de acceder a productos financieros. 

7.1.2 Origen y desarrollo internacional del Habeas Data 

            El concepto de Habeas Data comenzó a gestarse internacionalmente como una respuesta a 

la expansión de las bases de datos y los archivos informatizados en la segunda mitad del siglo 

XX. A medida que las tecnologías de la información se expandían, se hizo evidente que los datos 

personales de los ciudadanos podían ser recolectados, procesados y distribuidos sin su 

conocimiento o consentimiento. Esto planteaba serios problemas sobre la protección de la 

privacidad y la integridad de la información personal, al no tenerse un control sobre la 

información que podría ser consultada por otra persona fuera de carácter natural o jurídica.  

            Uno de los hitos iniciales en el desarrollo del derecho al Habeas Data, y tomando como 

referencia a Casal (s.f), fue la Ley de Protección de Datos adoptada en Alemania en el año de 

1970, que marcó un precedente importante en Europa para la regulación del tratamiento de datos 

personales. En esta ley, se reconoció por primera vez el derecho de los individuos a conocer, 

actualizar y rectificar la información que se recolectaba sobre ellos. Esta normativa influyó en el 

desarrollo de futuras leyes y tratados internacionales. 

            Posteriormente, y siguiendo con Casal (s.f), el Convenio 108 del Consejo de Europa sobre 

la protección de las personas respecto al tratamiento automatizado de datos de carácter personal, 

adoptado en 1981, estableció un marco jurídico común para los países europeos con el fin de 

proteger el derecho a la privacidad. Este convenio fue uno de los primeros instrumentos 

internacionales en reconocer la importancia de regular el uso de los datos personales. 
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            A nivel internacional, el derecho al habeas data ha sido impulsado por la Organización de 

Naciones Unidas (ONU) (2024), en su Declaración Universal de los Derechos Humanos de 1948, 

en cuyo Artículo 12 se establece que “nadie será objeto de injerencias arbitrarias en su vida 

privada, su familia, su domicilio o su correspondencia, ni de ataques a su honor o reputación” 

(Párr. 23). De esta forma, el derecho a la protección de la información personal ha sido 

interpretado como un derecho inherente a la dignidad humana y la autodeterminación. 

            En América Latina, el derecho al Habeas Data se ha consagrado en diversas 

constituciones y legislaciones nacionales. Por ejemplo, y retomando a Casal (s.f), en Argentina, 

se consagra el derecho al Habeas Data en el Artículo 43 de su Carta Política, y en Brasil en el 

Artículo 5 inciso LXXII, de su Constitución Federal. Estos países han implementado mecanismos 

legales para que los ciudadanos puedan acceder a la información contenida en bases de datos y 

exigir su corrección si está desactualizada o es incorrecta.  

7.1.3 Desarrollo en Colombia 

            El reconocimiento del derecho de Habeas Data en nuestro país no es un fenómeno aislado, 

sino que responde a la influencia de estos desarrollos internacionales y la necesidad interna de 

regular el uso de datos personales en un contexto en el que el manejo de la información se ha 

hecho más complejo. 

            Con la Constitución de 1991, Colombia incluyó el Artículo 15, que garantiza el derecho 

de los ciudadanos a la intimidad personal y familiar, y otorga a todas las personas el derecho a 

conocer, actualizar y rectificar la información recogida sobre ellas en bancos de datos y 

archivos, tanto públicos como privados. El texto del Artículo 15 señala que: 

"Todas las personas tienen derecho a su intimidad personal y familiar y a su buen nombre, y el 

Estado debe respetarlos y hacerlos respetar. De igual modo, tienen derecho a conocer, actualizar 
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y rectificar las informaciones que se hayan recogido sobre ellas en bancos de datos y en archivos 

de entidades públicas y privadas" (Constitución Política de Colombia, 1991, Art. 15). 

            Este precepto constitucional es fundamental para el desarrollo del marco normativo que 

rige la protección de los datos personales en el país. A lo largo de los años, diversas normativas 

han venido regulando la forma en que se debe gestionar la información crediticia y financiera de 

los ciudadanos. En este se reflejan los principios internacionales sobre la protección de la 

información personal, e impone a las entidades la responsabilidad de garantizar la exactitud y 

veracidad de los datos recolectados. Además, otorga a los ciudadanos un poder para acceder a esa 

información, rectificarla o solicitar su eliminación si afecta su intimidad, reputación o buen 

nombre. 

            Por parte del Congreso de la República de Colombia (2008), en la Ley 1266 de 2008, 

conocida como la Ley de Habeas Data, fue un desarrollo directo del mandato constitucional 

establecido en el Artículo 15 y tuvo como objetivo principal regular la manera en que los datos 

financieros y crediticios son tratados en Colombia. Esta ley respondió a la creciente preocupación 

sobre cómo los datos financieros eran recolectados y utilizados por las centrales de riesgo y otras 

entidades, muchas veces sin el conocimiento de los titulares de los datos. La cual fue modificada 

por la Ley 2157 de 2021, por medio de la cual se amplía el cubrimiento y protección de los 

derechos fundamentales del titular, y exige a las entidades que allí registran que son las fuentes 

de información, mayor compromiso con los datos reportados y más cuidado con el tratamiento de 

estos.  

7.1.4 Marco Normativo Aplicable 

            El Congreso de la República de Colombia (2008), en la Ley 1266 de 2008 “Por la cual se 

dictan las disposiciones generales del Habeas Data y se regula el manejo de la información 
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contenida en bases de datos personales, en especial la financiera, crediticia, comercial, de 

servicios y la proveniente de terceros países y se dictan otras disposiciones.” 

            La Ley 1266 de 2008, conocida como la Ley de Habeas Data, es el marco normativo 

fundamental que regula el tratamiento de la información financiera, crediticia, comercial y de 

servicios en el país. Esta ley fue un paso significativo hacia la protección de los derechos de los 

titulares de los datos, especialmente en lo que respecta al tratamiento de la información contenida 

en las centrales de riesgo. 

            El Artículo 12 de la Ley 1266 de 2008 establece que las fuentes de información (entidades 

financieras, comerciales, de servicios, de sector real etc.) tienen el deber de notificar a los 

titulares antes de proceder al registro de información negativa. Esto les da la oportunidad de 

conocer la situación y, si lo consideran necesario, tomar las medidas adecuadas para corregirla o 

pagar la deuda. El artículo reza: 

"Las fuentes de información deberán remitir, antes de proceder al registro de información 

negativa, una comunicación al titular de los datos en la cual se informe sobre la mora, el 

monto adeudado y las consecuencias del no pago. Esta comunicación deberá enviarse al 

menos con veinte (20) días hábiles de anticipación al reporte" (Congreso de la República 

de Colombia, 2008, Art. 12). 

 

            Este mandato legal asegura que los ciudadanos tengan tiempo suficiente para conocer la 

situación antes de que su historial crediticio se vea afectado. La Superintendencia de Industria y 

Comercio ha sido enfática en señalar que la notificación debe ser clara y destacada, para que no 

pase desapercibida entre otros mensajes o extractos bancarios. Y en caso de que se realice por 

medio de estos, se exige que debe especificar claramente los detalles del periodo de mora, el 

valor de la obligación pendiente y el plazo en el cual el titular debe actuar para evitar el reporte 

negativo. 

            No basta con una notificación genérica o repetitiva en todos los extractos; la notificación 

debe estar directamente relacionada con la mora específica y referirse a las obligaciones 
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pendientes que puedan ser objeto de reporte en el periodo que corresponde, es decir, que el titular 

de los datos debe reconocer el cambio en su extracto de cobro, al estar o no al día.  

            El Congreso de la República de Colombia (2008), en la Ley 2157 de 2021 “por medio de 

la cual se modifica y adiciona la ley estatutaria 1266 de 2008, y se dictan disposiciones generales 

del Habeas Data con relación a la información financiera, crediticia, comercial, de servicios y la 

proveniente de terceros países y se dictan otras disposiciones” 

            La Ley 2157 de 2021, que modificó y adicionó la Ley 1266 de 2008, introdujo varias 

mejoras significativas en cuanto a la protección del derecho al Habeas Data, especialmente en lo 

que concierne a la notificación previa y el tratamiento de la información financiera. Uno de los 

puntos clave de esta modificación es el fortalecimiento de los derechos de los ciudadanos en 

relación con la eliminación de los reportes negativos una vez que la deuda ha sido pagada. 

            El Artículo 3 de la Ley 2157 de 2021 en su Parágrafo 2, se establece que cuando la mora 

sea menor o igual al 15% del salario mínimo legal mensual vigente, “el dato negativo por 

obligaciones que se han constituido en mora solo será reportado después de cumplirse con al 

menos dos comunicaciones, ambas en días diferentes. Y debe mediar entre la última 

comunicación y reporte, 20 días calendario.”  (p.1). Además, la notificación previa se mantiene 

como un requisito fundamental, destacando que el titular de los datos debe ser notificado por un 

medio autorizado y verificable antes de que se realice el reporte negativo.  

            Este artículo refuerza el principio de transparencia y veracidad en el manejo de la 

información financiera. Además, se incorpora el silencio positivo, una figura jurídica que otorga 

la razón al titular de los datos cuando la entidad responsable no responde en el plazo establecido a 

una solicitud de corrección o actualización de la información y no solicita prórroga para ello. El 

silencio positivo es una herramienta que protege a los titulares de datos, garantizando que sus 

solicitudes relacionadas con la información crediticia sean atendidas oportunamente, y otorga una 

https://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=34488#0
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vía rápida para la corrección o eliminación de datos negativos si no se recibe una respuesta a 

tiempo. 

7.1.5 Jurisprudencia Relevante 

            La jurisprudencia constitucional ha reconocido al Habeas Data financiero como un 

derecho fundamental, dado que tiene una incidencia directa en los derechos que establece el 

Artículo 15 de la Constitución Nacional. Este derecho es particularmente relevante cuando se 

trata de actividades de intermediación financiera, donde el manejo adecuado y justo de la 

información puede tener un impacto significativo en la vida económica de una persona. 

            La Corte Constitucional de Colombia (2008), en la Sentencia C-1011 de 2008, se subrayó 

la importancia de garantizar que las centrales de riesgo cumplan con los principios de veracidad y 

seguridad en el manejo de la información crediticia. Asimismo, se destacó que los titulares deben 

tener mecanismos efectivos para rectificar o eliminar la información errónea. La Corte destacó 

que el tratamiento de los datos personales debe regirse por los principios de veracidad, integridad 

y seguridad, y subrayó que el manejo de la información crediticia debe hacerse de forma 

transparente y respetuosa de los derechos fundamentales de los titulares de los datos. 

            Por su parte, la Corte Constitucional de Colombia. (1992), en la Sentencia T-414 de 1992 

reconoció el Habeas Data como un derecho fundamental autónomo, subrayando la importancia de 

que los ciudadanos puedan conocer y actualizar la información contenida en las bases de datos 

que manejan entidades públicas o privadas, y, de ser necesario, rectificar o suprimir la 

información incorrecta o que vulnere su derecho a la intimidad. 

            La Corte Constitucional de Colombia, en recientes decisiones como las Sentencias SU-

139 de 2021 y C-032 de 2021, se han delineado los contenidos esenciales del Habeas Data, los 

cuales incluyen el derecho a: acceder a la información, incluir nuevos datos para completar el 

perfil del titular, actualizar la información, corregir errores en la misma y excluir datos 
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incorrectos o desactualizados. Estos derechos están respaldados por principios fundamentales 

como la veracidad, integridad, finalidad y circulación restringida de la información, entre otros. 

            Para que se lleve a cabo el tratamiento de los datos, es necesario contar con el 

consentimiento libre, previo y expreso del titular, salvo en aquellos casos donde exista una 

obligación legal o judicial que justifique el uso de los datos sin necesidad de consentimiento. Es 

fundamental que el titular esté informado de la finalidad para la cual se están recopilando y 

usando sus datos, y debe contar con mecanismos eficaces que le permitan ejercer sus derechos de 

conocimiento, actualización y rectificación de la información. 

7.1.6 Mecanismos de protección 

            La legislación señala diversos mecanismos para la protección del derecho de Habeas Data 

y la solicitud ante las fuentes de información de rectificar, modificar y/o eliminar la información.  

7.1.6.1 Derecho de Petición 

            El primer mecanismo de protección previsto es el Derecho de Petición. El titular de los 

datos puede solicitar ante la entidad que lo reportó información sobre el registro negativo en las 

centrales de riesgo, así como exigir que se le notifique de manera clara y oportuna sobre las 

deudas o incumplimientos que motivan dicho registro. Según el Congreso de la República de 

Colombia (2008), en la Ley 1266 de 2008, las entidades responsables del manejo de los datos 

tienen la obligación de responder en un plazo máximo de 15 días hábiles a este tipo de 

solicitudes, permitiendo al titular conocer la información registrada y tomar medidas al respecto. 

Además, el silencio positivo establecido por el Congreso de la República de Colombia (2021),  

en la Ley 2157 de 2021 establece que, si la entidad no responde a tiempo las solicitudes del 

titular, se debe asumir que el reclamo fue procedente, y, por lo tanto, debe corregirse o eliminarse 

la información negativa. 
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            Si el titular no ha sido notificado previamente del reporte negativo, puede solicitar la 

rectificación o eliminación del registro, al haber sido vulnerado su derecho al debido proceso. 

7.1.6.2 Solicitud ante Superintendencia de Industria y Comercio (SIC) 

            La Superintendencia de Industria y Comercio (SIC), como ente regulador y protector de 

los derechos de los titulares de datos personales, ofrece un procedimiento de reclamo cuando el 

derecho al Habeas Data es vulnerado, en particular cuando no se ha dado cumplimiento a la 

notificación previa requerida. De acuerdo con la Ley 1266 de 2008 y la Ley 2157 de 2021, la SIC 

actúa como autoridad de protección de datos personales y puede intervenir en casos donde las 

entidades financieras o comerciales no han notificado al titular de los datos sobre el reporte 

negativo. 

            El titular puede presentar una solicitud ante la SIC para que se realice una investigación y 

se determine si la entidad que reportó los datos cumplió con la normativa. Si se encuentra que no 

se realizó la notificación previa, la Superintendencia puede ordenar la eliminación del reporte y 

sancionar a la entidad responsable.  

            La SIC tiene la facultad de sancionar a las entidades que incumplan con las obligaciones 

de notificación previa y de tratamiento adecuado de los datos personales. Estas sanciones pueden 

incluir multas económicas, la obligación de corregir la información en las centrales de riesgo y, 

en casos graves, la suspensión de la actividad de la entidad infractora. 

            La Superintendencia de Industria y Comercio (2022), ha emitido varios pronunciamientos 

clave en los que enfatiza la importancia de la notificación previa y las consecuencias de su 

incumplimiento: 

1. Circular Externa 005 de 2017: En esta circular, la SIC recordó a las entidades financieras 

la obligación de notificar al titular antes de proceder con el registro de un dato negativo, 
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resaltando que el titular debe tener la oportunidad de pagar la deuda o corregir la situación 

antes de ser reportado. 

2. Resoluciones sancionatorias: La SIC ha impuesto sanciones a entidades que no 

cumplieron con la notificación previa, dejando en claro que el simple envío de un extracto 

bancario que menciona la deuda no es suficiente; la notificación debe ser clara y 

destacada, y debe contener información precisa sobre las consecuencias del no pago. 

7.1.6.3 Acción de Tutela  

            El derecho fundamental al Habeas Data puede protegerse mediante la Acción de Tutela 

cuando el titular de los datos considera que se han vulnerado sus derechos constitucionales al no 

haber sido notificado del registro de su información negativa. Esta vía es aplicable en casos 

donde la falta de notificación afecta derechos fundamentales como el mínimo vital, 

autodeterminación financiera, el buen nombre o el derecho al debido proceso. 

            La Acción de Tutela para la protección del derecho fundamental al Habeas Data requiere 

que se cumpla con un requisito de procedibilidad antes de que se pueda interponer la tutela. Este 

requisito consiste en que el solicitante debe haber realizado previamente una solicitud formal a la 

entidad correspondiente para corregir, aclarar, rectificar o actualizar la información que tiene 

sobre él.  

            Así lo establece la Corte Constitucional en su jurisprudencia, en concordancia con el 

Artículo 42, Numeral 6 del Decreto 2591 de 1991, emanado por la Presidencia de la República de 

Colombia (1991). Este artículo regula la procedencia de la Acción de Tutela cuando se dirige 

contra particulares, indicando que la tutela es procedente cuando se ha solicitado la protección del 

habeas data ante una entidad privada, de acuerdo con el Artículo 15 de la Constitución Política. 

            El derecho al buen nombre, al honor, la reputación y la fama son considerados derechos 

fundamentales reconocidos por nuestra Carta Política. Estos derechos tienen dos dimensiones: 
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una subjetiva, que está relacionada con la autoestima o la percepción de la propia dignidad, y una 

objetiva, que se refiere a la reputación o el prestigio que la persona tiene en su entorno social. 

Ambos aspectos están vinculados a la dignidad humana, que implica que las personas no deben 

ser menospreciadas ni humilladas, tanto ante sí mismas como ante los demás. 

            La Corte Constitucional ha sido clara en señalar, mediante sentencias como la T-131 de 

2013 y la SU-139 de 2021, que las entidades financieras y comerciales deben notificar de manera 

clara, oportuna y efectiva al titular antes de realizar cualquier registro negativo en una central de 

riesgo. Si esto no se cumple, el afectado puede interponer una tutela para solicitar la eliminación 

inmediata de la información y la reparación del daño causado. 

7.1.7 Impacto internacional  

            La jurisprudencia internacional sobre el Habeas Data ha tenido un impacto significativo 

en Colombia. Las decisiones del Tribunal Europeo de Derechos Humanos y las interpretaciones 

de la Corte Interamericana de Derechos Humanos han influido en la protección del derecho al 

Habeas Data en el país, ya que ambos tribunales han reafirmado la necesidad de proteger la 

privacidad y el derecho a controlar la información personal frente a su tratamiento injustificado o 

indiscriminado. 

            Tomando como referente a la Corte Interamericana de Derechos Humanos. (2006), se 

presenta uno de los precedentes clave, siendo el caso de Claude Reyes vs. Chile, en el cual la 

Corte Interamericana reconoció el derecho de acceso a la información y lo vinculó directamente 

con el derecho a la libertad de expresión y el derecho a la privacidad. Este fallo internacional 

también influyó en la forma en que Colombia abordó la protección de los datos personales y el 

derecho a rectificar la información contenida en bases de datos. 
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7.2 Segundo: Eficacia jurídica del Artículo 12 de la Ley 1266 de 2008 modificado por el 

Artículo 3 de la Ley 2157 de 2021. 

            Para el desarrollo de este capítulo, es preciso definir ciertos conceptos para la debida 

comprensión de los datos obtenidos. Cuando se habla de fuente de información, se refiere a la 

entidad que registra la información ante el operador de datos (central de riesgo Datacrédito y/o 

Transunión Colombia), siendo el titular de los datos, aquel al que se le registra la información, en 

el historial de crédito, donde se evidencia su comportamiento de pago tanto como positivo y 

negativo, la frecuencia en el cumplimiento de los pagos, la calificación asignada de riesgo, el 

puntaje de crédito, entre otras variables.  

La Corte Constitucional de Colombia (2021), en la sentencia SU-139 de 2021, de las 

dimensiones del derecho de Habeas Data por medio de la jurisprudencia, se ha establecido que 

existe una conexión directa entre el titular y su información personal, lo que le permite solicitar 

su acceso, rectificación, actualización y exclusión de las bases de datos, así como limitar su 

divulgación. Además, el derecho a la autodeterminación informática otorga a los titulares la 

facultad de exigir que el manejo de sus datos respete estrictamente los principios constitucionales 

En el contexto del derecho al Habeas Data y la protección de los derechos 

fundamentales relacionados con la información personal, y tomando como referente al Congreso 

de la República de Colombia (2008), se expone la Ley 1266 de 2008 que representa un pilar 

normativo fundamental en el país. Dicha ley estableció las disposiciones generales para el manejo 

de la información contenida en bases de datos financieras, crediticias, comerciales y de servicios, 

asegurando que los titulares de dicha información tengan control sobre sus datos, y en especial, la 

posibilidad de conocer, actualizar y rectificar los mismos. 

El Artículo 12 de la Ley 1266 de 2008, en su forma original, regulaba uno de los 

aspectos más críticos en la interacción entre los deudores y el sistema de información crediticia: 
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la notificación previa al reporte de datos negativos. Esta disposición fue modificada por el 

Artículo 3 de la Ley 2157 de 2021, introduciendo cambios que reforzaron las garantías procesales 

para los titulares de la información, con el objetivo de corregir eventuales abusos por parte de las 

entidades que gestionan y reportan estos datos. 

Este capítulo tiene como propósito analizar la eficacia jurídica de esta normativa, 

enfocándose en cómo la modificación del Artículo 12 ha fortalecido la protección de los derechos 

al debido proceso y al Habeas Data, y su impacto en la relación entre titulares de la información y 

entidades financieras. A través de un examen detallado de la jurisprudencia reciente, se explorará 

cómo los cambios legislativos han sido implementados y si han logrado cumplir con el objetivo 

de garantizar una notificación previa efectiva que permita a los ciudadanos defender su historial 

crediticio. 

La discusión abordará, además, los desafíos persistentes en la aplicación de esta norma, 

identificando los vacíos y las áreas de mejora que podrían fortalecer aún más la protección de los 

derechos fundamentales de los titulares de la información en el ámbito financiero, comercial, de 

servicios, entre otros. 

No solo se falta a la protección del derecho de Habeas Data en un registro negativo sin 

previa notificación, sino también al Debido Proceso, el Artículo 29 de la Constitución Política de 

Colombia (1991), garantiza el derecho al debido proceso en todas las actuaciones judiciales y 

administrativas, incluyendo el manejo de la información financiera y crediticia; y al Buen 

Nombre, el Artículo 15 de la Constitución también protege el buen nombre de las personas, que 

se ve afectado cuando se reporta información negativa sin cumplir con los requisitos legales 

establecidos. 

La importancia de la notificación radica en que es el mecanismo que le permite al titular 

de los datos ejercer su derecho a la defensa y contradicción, de realizar el pago de la deuda a 
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tiempo, de buscar un acuerdo de pago, refutar la información a registrarse, el monto cobrado de la 

obligación, el valor de la cuota, las fechas de exigibilidad, inicio de mora, o la misma existencia 

de la obligación.  

La notificación requiere requisitos específicos para su validez, como lo es la claridad y 

visibilidad en el documento por medio del cual se envíe, o en el mensaje de datos a enviar; en 

caso de realizar dentro del extracto del producto debe ser clara, visible y destacada dentro de este. 

No puede estar incluida como un elemento secundario que pase desapercibido, la ubicación de la 

notificación en el extracto no puede estar mezclada con otra información que no sea relevante, y 

debe ser fácilmente comprensible; ya que no se tendría cumplida su finalidad, el titular debe tener 

la certeza del perjuicio a sufrir, por el no pago de la deuda, siendo responsabilidad directa de la 

fuente de información el advertirle de ello. La entidad debe permitir al titular de los datos 

identificar fácilmente que está siendo informado de un posible reporte negativo en las centrales 

de riesgo. 

La notificación debe especificar claramente los detalles del periodo de mora, el valor de 

la obligación pendiente y el plazo en el cual el titular debe actuar para evitar el reporte negativo; 

la notificación debe estar directamente relacionada con la mora específica y referirse a las 

obligaciones pendientes que puedan ser objeto de reporte, es decir, que si el titular tiene varias 

obligaciones con la entidad, debe especificarse sobre cual existe mora y evitarse el mensaje 

general, que tienda a confundir el objeto de la notificación. 

Al causarse una afectación negativa, por un reporte negativo en el historial de crédito, 

La notificación debe informar de manera explícita las consecuencias del no pago, incluyendo el 

reporte negativo en las centrales de riesgo. Esto debe incluir el nombre de la central de riesgo 

(Datacrédito o TransUnion/CIFIN), a la cual se subirá el registro negativo. Además, debe indicar 

que el reporte negativo afectará el historial crediticio del titular y su capacidad de acceder a 
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productos financieros, al generarse un bloqueo ante otras autoridades, hasta no cumplirse la 

permanencia máxima de ley, posterior al pago de la mora. 

La Superintendencia de Industria y Comercio (2022), por medio de la Resolución 83161 

de 2021, establece que cuando la fuente de información, sea una casa de cobro, es decir, una 

entidad que compra la deuda a la entidad originadora (banco, cooperativa, financiera, entre otros), 

la notificación podrá ser válida si la entidad originadora soporta que ya cumplió con dicho 

requisito, de lo contrario, en caso de querer continuar con el reporte ante el operador de datos, 

deberá retirarse el registro, notificar al titular conforme a la ley, y pasados 20 días calendario, 

proceder a la anotación negativa, así:  

Es pertinente aclarar que de acuerdo con lo establecido en el Título V de la Circular Única 

de la Superintendencia de Industria y Comercio en los casos en que la fuente adquiera la 

obligación a través de compraventa, subrogación, cesión u otra forma de trasferencia del 

dominio se tendrá como válida la comunicación previa remitida por el cedente. Ahora 

bien, es pertinente aclarar que esta Superintendencia en la circular aludida artículo 

segundo, numeral 1.3.6, literal C, frente a la realización de la notificación previa en los 

casos en los cuales la obligación objeto de reporte haya sido adquirida a través de cesión 

de derechos o cualquier otra forma de transferencia establece que:  

(...) En los casos en que las fuentes de información hayan adquirido la obligación de 

reporte mediante compraventa, subrogación, cesión de derechos o cualquier otra forma de 

transferencia del derecho de dominio, se tendrá como válida la comunicación previa 

remitida por el cedente u originador del crédito, siempre que la información haya 

continuado en el tiempo y el vendedor de la obligación no la haya eliminado del historial 

crediticio (...)”. (p.11) 

 

 

Por otro lado, una de las modificaciones que introdujo la Ley 2157 de 2021, es que 

cuando la mora sea igual o menor al 15% del salario mínimo mensual vigente, se deben enviar 

dos notificaciones antes del registro del dato negativo, y entre ambas notificaciones debe mediar 

al menos un día de diferencia, y el reporte debe registrarse pasados 20 días del envío de la 

segunda notificación.  

En cumplimiento de sus obligaciones, las entidades vigiladas por la Superintendencia 

Financiera y la Superintendencia de Industria y Comercio deben notificar a los clientes el inicio 
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de un proceso de reporte negativo, brindando la oportunidad de regularizar su deuda. Esta 

notificación debe detallar claramente el monto adeudado en la fecha de la comunicación, el 

tiempo de mora acumulado, así como el nombre y número de contacto del responsable de la 

gestión de cobro, ya sea de la propia entidad o de un tercero. 

Asimismo, es esencial que la información proporcionada al consumidor financiero esté 

redactada en un lenguaje claro y comprensible, especificando el valor exacto de la deuda, los 

intereses moratorios generados, si se ha realizado un reporte negativo a las centrales de 

información, las consecuencias del mismo, el tiempo de permanencia del dato negativo, y 

cualquier otra circunstancia relacionada con el incumplimiento. 

Además, se deben incluir los costos asociados a la gestión de cobro. Como buena práctica, 

las entidades vigiladas deben establecer una tabla de "Costos de cobranza", que defina tarifas 

según los tiempos de mora, y publicarla en el apartado de "Tarifas de Productos y Servicios" de 

su página web, actualizándola de manera periódica. También se debe informar a los deudores 

sobre los canales de comunicación disponibles para resolver cuestiones relacionadas con la 

liquidación de deudas, la obtención de paz y salvos o la consulta de historiales de pago. 

Es sumamente importante, el papel que juegan las centrales de riesgo en el cumplimiento 

de los requisitos para el registro de datos negativos en el historial que generan, al ser estas las que 

tienen recopilada la información de reporte de cada obligación, es decir, es con estas entidades 

que puede verificarse si la entidad cumplió con el termino previo antes de marcar negativamente 

la deuda, al poder conocer la fecha de inicio del datos negativo, la cual deberá confrontarse con el 

soporte de notificación enviado por la fuente de información.  

Para el desarrollo de nuestra investigación, se tuvieron en cuenta 10 decisiones de tutela, 

donde se analizará la eficacia de la notificación previa en estas, resaltando las principales 
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problemáticas identificadas y la vulneración de los derechos fundamentales de los titulares de 

datos. 

7.2.1 Incumplimiento de la notificación 

            La Sentencia de Tutela 2023-00442. Proferida por el Juzgado Sexto Civil Municipal de 

Tuluá (2023), (Henry Alexander Casallas Cardona vs. Comercializadora Luimer SAS). En esta 

sentencia, el accionante argumentó que no se le notificó previamente sobre el reporte negativo 

ante las centrales de riesgo, conforme a lo estipulado por el Artículo 12 de la Ley 1266 de 2008. 

La Acción de Tutela se presentó tras verificar que la entidad no proporcionó evidencia de la 

notificación previa y la autorización para el tratamiento de datos sensibles. 

Dentro del desarrollo de la Tutela, se tuvo que la entidad accionada no pudo demostrar 

haber enviado la notificación previa, lo que vulneró los derechos del accionante; existiendo de 

parte del juez la decisión a favor del accionante, donde se ampararon los derechos fundamentales 

del accionante y ordenó eliminar el reporte negativo. En este caso se revela que la falta de un 

mecanismo eficaz para garantizar la notificación oportuna y verificable afecta directamente el 

derecho del titular a controvertir la información negativa antes de su divulgación, por lo que sus 

derechos deben ser protegidos  

            La Sentencia de Tutela 2024-00072-00. Emanada por el Juzgado Tercero Penal Municipal 

de Tuluá (2024), (Mónica Alejandra Villa Vallejo vs. Entidad Cobrando SAS). En este caso, la 

accionante alegó que la entidad no cumplió con el deber de notificación previa antes de realizar el 

reporte negativo ante las centrales de riesgo. A pesar de que la entidad alegó haber notificado por 

correo electrónico, no presentó prueba suficiente para verificar la entrega y recepción de la 

notificación. Dentro del desarrollo de la Tutela, la entidad no pudo demostrar con claridad el 

cumplimiento de la notificación previa, lo que resultó en la vulneración de los derechos de la 

accionante. Cuando la notificación se realiza por medio de mensaje de datos, se debe tener la 



54 

 

autorización de contacto para ese medio, tener soporte del envío del mensaje y la recepción de 

este por parte del titular de datos. Es importante mencionar, que la entidad accionada, es una casa 

de cobro, que tenía la obligación de probar que el banco originador de las obligaciones, había 

cumplido con la notificación, lo cual no pudo, y al haber continuado el reporte negativo en el 

historial de la titular, sin la notificación, debió proceder a su eliminación inmediata, por faltar a 

los requisitos fundamentales.  

Al no poder probarse de parte de la entidad haber cumplido con el envío vía mensaje de 

datos (correo electrónico), el juez ordena retirar el reporte negativo y garantizar el debido proceso 

a la accionante. La sentencia resalta la importancia de contar con mecanismos verificables para la 

notificación, como la trazabilidad de los correos electrónicos o el uso de medios certificados.  

            La Sentencia de Tutela 2023-00168-00. Emitida por el Juzgado Segundo Penal Municipal 

de Tuluá (2023), (Belén Arango Santa vs. Contacto Solutions S.A.S.), en el trámite de la Tutela, la 

accionante alegó que no fue notificada adecuadamente antes de que su información fuera reportada 

negativamente en las centrales de riesgo. Aunque la entidad aportó algunos soportes de la 

notificación, estos no fueron suficientes para demostrar el cumplimiento total del proceso de 

notificación previa, al no ser suficiente el aportar una carta de comunicación, sino el soporte de que 

se envía al medio o medios autorizados por el titular.  

Hallazgos: 

• Notificación deficiente: La entidad accionada no pudo demostrar fehacientemente la 

notificación previa, vulnerando así los derechos de la accionante. 

• Decisión: El juez ordenó la eliminación del reporte negativo y garantizó el derecho de la 

accionante al Habeas Data. 

Impacto en la eficacia de la notificación previa: La falta de procedimientos claros y 

verificables para realizar la notificación previa sigue siendo un obstáculo para la protección de 
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los derechos fundamentales de los titulares de datos. Se deben implementar mecanismos de 

trazabilidad para verificar que la notificación previa sea enviada y recibida por el titular de la 

información, también es importante que las entidades reportantes deben contar con sistemas más 

robustos que garanticen la autenticidad y legalidad del proceso de notificación, de manera que se 

eviten futuros litigios. 

La Sentencia T-211 de 2023, proferida por el Juzgado Tercero Civil Municipal de Tuluá 

(2023), aborda la Acción de Tutela presentada por el señor Hernando Ramírez Julio contra 

Bancolombia S.A., Datacrédito y TransUnión. El caso se centra en la supuesta vulneración de los 

derechos fundamentales al Habeas Data y al debido proceso debido a que, según el accionante, no 

se cumplió con la notificación previa exigida por el Artículo 12 de la Ley 1266 de 2008 antes de 

proceder al reporte negativo en las centrales de riesgo. 

 La sentencia subraya la importancia de que las entidades financieras cumplan con el 

requisito de la notificación previa de 20 días antes de reportar datos negativos. Este requisito 

tiene como objetivo permitir al titular de la información resolver el incumplimiento o controvertir 

aspectos como el monto adeudado o la fecha de exigibilidad, evitando daños en su historial 

crediticio y protegiendo su derecho fundamental al Habeas Data. 

En este caso, el juzgado determinó que Bancolombia como fuente de información, no 

cumplió con la notificación previa de manera adecuada. La entidad reportó las obligaciones de 

manera negativa antes de haber notificado debidamente al accionante, lo cual es una violación 

clara del debido proceso. Según las pruebas, la notificación fue enviada el 7 de enero de 2023, 

pero los reportes negativos se realizaron en mayo y diciembre de 2022, lo que demuestra un 

incumplimiento flagrante de la normativa. 

La sentencia enfatiza que el Habeas Data financiero no solo implica el derecho a conocer, 

actualizar y rectificar la información crediticia, sino que también establece la obligación de que la 
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información tratada sea veraz, exacta y recolectada de manera legal. La falta de cumplimiento 

con la notificación previa afectó gravemente el derecho al habeas data del accionante, dado que 

no tuvo la oportunidad de gestionar o corregir la información antes del reporte. 

El fallo ordena a Bancolombia eliminar los reportes negativos relacionados con las 

obligaciones del señor Ramírez hasta que se cumplan con los requisitos legales, destacando que 

la notificación previa es un requisito esencial para la validez de los reportes. Si bien la entidad 

puede volver a reportar los datos una vez cumplidos los requisitos, la sentencia muestra cómo el 

incumplimiento del proceso de notificación puede generar una afectación grave a los derechos 

fundamentales del ciudadano. 

La Sentencia de Tutela No. 029 de 2023, emitida por el Juzgado Segundo Penal 

Municipal de Tuluá (2023), trata sobre la acción interpuesta por Jakeline Cubillos Pasmin contra 

Claro Soluciones. En este caso, la accionante solicitó la eliminación de un reporte negativo en las 

centrales de riesgo debido a la supuesta falta de notificación previa antes del reporte, alegando 

una vulneración de sus derechos al Habeas Data, debido proceso y buen nombre. 

El Artículo 12 de la Ley 1266 de 2008 exige que antes de reportar información negativa a 

las centrales de riesgo, las entidades deben notificar al titular de la información con al menos 20 

días de antelación. Este plazo permite al deudor actuar para evitar el reporte o controvertir 

aspectos como el monto de la deuda o la fecha de exigibilidad, lo cual es crucial para proteger el 

derecho fundamental al habeas data y al debido proceso. 

En este caso, la entidad accionada no logró demostrar que hubiera notificado debidamente 

a la señora Cubillos antes de proceder con el reporte negativo. A pesar de que Claro Soluciones 

afirmó haber enviado la notificación, no presentó pruebas suficientes de que la misma hubiera 

sido recibida. Esto viola claramente el procedimiento establecido, afectando los derechos de la 

accionante. 
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La sentencia resalta que, al no cumplir con la notificación previa, el reporte negativo 

carece de validez legal. El juzgado determinó que la información fue reportada sin observar los 

requisitos que la legitiman, lo que resultó en una vulneración de los derechos de la accionante. 

Este incumplimiento conllevó a que el reporte negativo fuera eliminado, ordenándose a Claro 

Soluciones proceder con el retiro inmediato de los datos negativos de las centrales de riesgo. El 

fallo enfatiza que el Habeas Data no solo implica el derecho de conocer y rectificar la 

información personal, sino que también impone a las entidades la responsabilidad de garantizar 

que los datos sean manejados de manera adecuada, siguiendo los procedimientos legales 

establecidos. En este caso, la falta de notificación previa vulneró el derecho a la 

autodeterminación informativa de la accionante. 

La Sentencia No. 184 de 2023, emitida por el Juzgado de Pequeñas Causas y 

Competencia Múltiple de Tuluá (2023), se refiere a la acción de tutela presentada por Dasier 

Osorio Ruiz contra Comunicación Celular S.A. (Claro). La acción de tutela fue interpuesta por la 

presunta vulneración de los derechos fundamentales al Habeas Data y al debido proceso, 

argumentando que no se cumplió con la notificación previa al reporte negativo en las centrales de 

riesgo. 

            En la sentencia se evidencia que, aunque Claro Soluciones indicó que realizó la 

notificación previa por correo electrónico y a una dirección física en Bogotá, no presentó pruebas 

fehacientes de que la notificación hubiera sido recibida por el accionante. Esta omisión viola el 

requisito esencial de la notificación previa, ya que el objetivo de la misma es permitir que el 

titular de la información pueda tomar acciones para evitar o corregir el reporte negativo. 

El incumplimiento en el proceso de notificación previa afecta directamente los derechos al 

habeas data y al debido proceso. Sin la notificación adecuada, el titular de la información no tiene 

la oportunidad de rectificar o demostrar el pago de la deuda antes de que se afecte su historial 
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crediticio. En este caso, el juzgado determinó que Claro Soluciones vulneró estos derechos al no 

cumplir con el procedimiento adecuado. 

El fallo ordena a Claro Soluciones eliminar el reporte negativo relacionado con la 

obligación del accionante. Además, se reitera que el proceso de notificación previa es 

indispensable para legitimar el reporte de datos negativos. La falta de cumplimiento de este 

requisito resulta en la eliminación de cualquier referencia negativa en las centrales de riesgo. 

En las sentencias finales de estudio, que corresponde a la emitida por el Juzgado Cuarto 

Civil Municipal de Tuluá (2023), y correspondiente a la sentencia No 141 (Jesús María Vera 

Angulo, y la proferida por el Juzgado Sexto Civil Municipal de Tuluá (2023), relacionada a la 

sentencia No. 176 (Diana Carolina Ruiz Lasso),  se refleja un patrón claro de incumplimiento por 

parte de las entidades fuentes de información respecto al proceso de notificación previa antes de 

realizar reportes negativos en las centrales de riesgo.  

Se presenta que, la notificación previa al reporte negativo es un mecanismo central para 

proteger los derechos fundamentales al Habeas Data y al debido proceso. Las sentencias 

confirman que muchas entidades no cumplen con la obligación de informar al deudor antes de 

reportar un incumplimiento, lo cual afecta directamente el historial crediticio del titular. 

En la mayoría de los casos, las entidades no demuestran que la notificación fue 

efectivamente enviada o recibida por el titular. En el caso del Sr. Vera, Claro no presentó pruebas 

de haber realizado la notificación exigida por la ley; en todas las sentencias, la falta de 

cumplimiento de la notificación previa ha llevado a que los jueces ordenen la eliminación 

inmediata del reporte negativo. Este efecto legal es crucial para restablecer los derechos 

fundamentales del titular de la información.  

            El derecho al Habeas Data permite a los ciudadanos conocer, actualizar y rectificar la 

información que sobre ellos se encuentra en las bases de datos de las entidades financieras y 
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comerciales. La falta de notificación previa impide que los titulares puedan ejercer este derecho, 

lo que agrava el impacto negativo en su historial crediticio y su vida económica. 

La no notificación priva a los ciudadanos de la posibilidad de corregir cualquier error en 

la información, lo cual afecta su capacidad de acceder a crédito y otros servicios financieros. Los 

fallos objeto de estudio han reforzado que cuando no se cumple con la notificación previa, los 

derechos al Habeas Data y al buen nombre son vulnerados, por lo que se ordena la exclusión de la 

información negativa de las bases de datos financieras y de riesgos, de forma inmediata. 

            La credibilidad del sistema de información crediticia depende de la exactitud y veracidad 

de los datos que contiene. Cuando se incumple con la notificación previa, no solo se perjudica al 

titular de la información, sino que también se socava la confianza en el sistema crediticio, dado 

que se proporciona a los usuarios de la información, datos errados, que no corresponden a la 

realidad y los induce al error a la hora de tomar decisiones. 

            El hecho de que las entidades no cumplan con el procedimiento adecuado genera 

desconfianza tanto en los usuarios como en las instituciones financieras que dependen de la 

veracidad de la información para evaluar riesgos. Los fallos han contribuido a fortalecer la 

jurisprudencia en torno a la importancia del cumplimiento de los derechos del deudor, 

estableciendo sanciones claras para las entidades que no sigan el debido proceso, estas sanciones 

que por medio del juez constitucional son dirigidas a la protección del Buen Nombre del titular y 

restablecimiento de derechos, pueden ser económicas cuando se acude ante la Superintendencia. 

            En la sentencia de segunda instancia proferida por el Juzgado Primero Penal del Circuito 

para Adolescentes de Manizales (2024), mediante la Sentencia No. 86, se presenta una revisión 

crítica de la decisión inicial tomada en primera instancia, en la cual se había negado el amparo al 

derecho fundamental al Habeas Data solicitado por la accionante Myriam Astrid Galvis Mejía. 

Este fallo es significativo, ya que revoca la sentencia de primera instancia, lo que refuerza la 
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importancia del papel de las segundas instancias en corregir errores judiciales y asegurar una 

protección adecuada de los derechos fundamentales. 

            El recurso de impugnación en las tutelas es un mecanismo esencial que permite una 

revisión exhaustiva de la decisión inicial. En este caso, el juzgado de segunda instancia evaluó los 

argumentos y pruebas presentados por las partes, encontrando que en primera instancia se habían 

omitido consideraciones fundamentales sobre la veracidad de la información y los requisitos para 

el reporte negativo de datos financieros. La segunda instancia es una oportunidad valiosa para 

que el juez superior corrija errores, lo que garantiza que las decisiones judiciales sean más justas 

y fundamentadas. 

            La segunda instancia demostró que el juez de primera instancia había fallado al negar el 

amparo, pese a la evidencia de que la entidad demandada, QNT S.A.S. como casa de cobranzas, 

al haber adquirido a BANCOLOMBIA las obligaciones, no había cumplido con los requisitos 

legales para el reporte negativo; es decir, el juez municipal no realizó la gestión de revisión de 

pruebas completa y niega su decisión con información parcial, e incumple con su deber, que es la 

protección de los derechos fundamentales del titular de datos, en esta situación refleja que los 

jueces de primera instancia pueden cometer errores y que el sistema judicial brinda la 

oportunidad de corregirlos en segunda instancia.  

            Una vez la segunda instancia emite su decisión, la misma queda en firme, a menos que la 

Corte Constitucional decida seleccionarla para revisión. Esto significa que la orden de eliminar 

los reportes negativos es definitiva, garantizando que los derechos de la accionante sean 

efectivamente protegidos.  

            En el fallo de segunda instancia, se revisó específicamente si QNT S.A.S. había cumplido 

con la obligación de notificar a la accionante antes de proceder al reporte negativo de sus 

obligaciones financieras. El artículo 12 de la Ley 1266 de 2008, que exige una notificación previa 
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de 20 días antes de realizar el reporte, fue uno de los puntos centrales del análisis. El juzgado 

determinó que no se demostró que la entidad hubiera enviado la notificación previa de su parte ni 

por parte de la entidad originadora, lo cual constituye una clara violación de los derechos de la 

accionante. 

            Esta decisión refuerza la necesidad de que las entidades cumplan con el debido proceso 

antes de afectar el historial crediticio de una persona. El fallo enfatiza que el Habeas Data 

implica el derecho a controlar la información financiera personal, y que la falta de notificación 

previa viola este derecho. La decisión de segunda instancia corrige una omisión grave en la 

protección del debido proceso en primera instancia. 

7.2.2 Cumplimiento de la notificación  

Partiendo de lo expuesto por el Juzgado Primero Penal del Circuito de Cartago, Valle del 

Cauca (2024), en la Sentencia de Segunda Instancia No. 111 de 2024 (Radicado: 2024-00222-

00), el juez analiza la reclamación presentada por el accionante Jhon Fernando Alonso 

Rodríguez, quien argumentó que no fue notificado previamente antes del reporte negativo en las 

centrales de riesgo, solicitando la eliminación del mismo. A lo largo del fallo, se evidencia que la 

notificación previa fue debidamente realizada, cumpliendo con los requisitos legales, y que el 

reporte no puede ser eliminado debido a la norma sobre permanencia del dato negativo. 

            Uno de los argumentos principales del accionante fue que la empresa QNT SAS no le 

notificó de manera adecuada antes de reportarlo negativamente en las centrales de riesgo, 

incumpliendo así el Artículo 12 de la Ley 1266 de 2008. Sin embargo, la empresa demostró que 

la notificación fue realizada en los términos que permite la ley. En este caso, se utilizó un medio 

electrónico (mensaje de texto), el cual había sido previamente autorizado por el accionante en los 

términos del contrato financiero con Banco de Bogotá, entidad originaria de la obligación.  



62 

 

La Ley 1266 de 2008 establece que la notificación previa puede realizarse mediante 

extractos o por medios electrónicos, siempre y cuando estos hayan sido previamente acordados 

con el titular de la información. En este caso, el contrato firmado por el accionante incluía una 

cláusula que permitía la notificación electrónica, cumpliéndose con la normativa legal.  

            Además, el juez reafirma que la notificación no requiere mayores solemnidades. En la 

Sentencia C-1011 de 2008, la Corte Constitucional estableció que este deber puede cumplirse 

mediante la inclusión de la comunicación en extractos periódicos enviados a los clientes, lo cual 

es legalmente aceptable. Por tanto, el argumento del accionante de que no se le notificó de 

manera física fue desestimado, ya que la notificación a través de medios electrónicos fue válida y 

conforme a la ley.  

            Aunque el accionante solicitó la eliminación del reporte negativo alegando que ya había 

pagado la obligación, la empresa QNT SAS explicó que, según la Ley 1266 de 2008 y la Ley 

2157 de 2021, la información negativa puede permanecer en las bases de datos por un periodo 

máximo de cuatro años desde la fecha de pago o extinción de la obligación. El Artículo 13 de la 

Ley 1266 establece que los datos relacionados con la mora pueden permanecer hasta el doble del 

tiempo en mora, con un máximo de cuatro años, a partir del momento en que se realiza el pago. 

            Para este caso, el accionante había incurrido en mora durante un periodo considerable 

antes de pagar la obligación en el mes de mayo de 2024. Dado que se le notificó conforme a la 

ley, debe cumplir la permanencia máxima (cuatro años). Esta permanencia es una obligación 

legal que busca mantener un historial crediticio veraz y actualizado, permitiendo a las entidades 

financieras acceder a información confiable sobre el comportamiento crediticio de los individuos.  

            El análisis del juez concluyó que no existió violación del derecho al *Habeas Data* del 

accionante. La notificación previa fue debidamente realizada, cumpliendo con lo estipulado en la 
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ley, y el reporte negativo no podía ser eliminado debido a la normativa sobre permanencia del 

dato. Este caso destaca la importancia de cumplir con los requisitos legales para la notificación y 

permanencia de los datos en las centrales de riesgo, protegiendo así tanto los derechos del titular 

de los datos como la integridad del sistema financiero. 

            Esta sentencia ilustra que, aunque la obligación haya sido pagada, los reportes negativos 

deben cumplir con un periodo de permanencia, tal como lo establece la ley, lo que garantiza la 

transparencia en los reportes crediticios. 

            El Juzgado Promiscuo Municipal Aranzazu, Caldas (2024), en la Sentencia Radicado No. 

2024-00162-00** (Lorena Ríos Orozco vs. Datacrédito, TransUnion, CIFIN, e ICETEX), 

demuestra que el accionante solicitó la eliminación del reporte negativo en las centrales de riesgo, 

argumentando que no se le dio respuesta oportuna a su derecho de petición presentado ante el 

ICETEX. Además, alegó que, debido al silencio administrativo por parte de esta entidad, debía 

considerarse aceptada su solicitud para la eliminación del reporte, conforme al Artículo 7 de la 

Ley 2157 de 2021, que regula el silencio administrativo positivo en ciertos casos. 

            Para el presente, la entidad accionada cumplió con los lineamientos de ley, que establecen 

los procedimientos para la actualización y rectificación de los datos personales y crediticios de 

los ciudadanos. Según la sentencia, la notificación previa fue realizada de manera adecuada y 

conforme a la ley, utilizando los canales electrónicos acordados entre el ICETEX y la accionante. 

Teniendo en cuenta que las centrales de información, Datacrédito y Transunión, no son 

responsables de la veracidad de la información proporcionada por el ICETEX, que es la fuente de 

información que tiene la obligación de mantener actualizados los datos financieros. 

            Uno de los aspectos más relevantes de la sentencia es la discusión sobre la permanencia 

del reporte negativo. El juez aclaró que, según el Artículo 13 de la Ley 1266 de 2008 y su 

modificación en la Ley 2157 de 2021, el reporte negativo puede permanecer en las bases de datos 
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por el doble del tiempo en mora, sin exceder los cuatro años desde la fecha en que se pagó la 

obligación o se extinguió la deuda. En este caso, la deuda fue pagada en marzo de 2024, y el 

accionante había incurrido en una mora de 11 meses. Dado que este periodo es inferior a los dos 

años, la permanencia del reporte negativo debe ser por un periodo equivalente al doble del tiempo 

de mora, es decir, 22 meses. 

            El juez concluyó que no procede la eliminación del reporte negativo, ya que el plazo legal 

de permanencia de la información en las bases de datos no se había cumplido. La solicitud de 

eliminación, por tanto, no podía prosperar, ya que el cumplimiento de la normativa sobre la 

permanencia de los datos no se ve afectado por el pago de la deuda o la extinción de la obligación 

antes del término señalado por la ley. 

            La sentencia es clara en demostrar que, en este caso, se cumplieron todos los requisitos 

legales para la notificación previa y la permanencia del reporte negativo en las bases de datos. La 

notificación fue realizada correctamente, y la permanencia del reporte sigue la normativa 

establecida por la Ley 1266 de 2008.  

            El Juzgado Segundo Penal Municipal con Funciones de Control de Garantías de Pereira 

(2024), en la Sentencia T-258 de 2024** (Álvaro Alonso Ramírez Grajales vs. Tuya S.A., 

Datacrédito y TransUnion), muestra que, el accionante, Álvaro Alonso Ramírez Grajales, solicitó 

la eliminación del reporte negativo en las centrales de riesgo, argumentando la falta de 

notificación previa por parte de la entidad financiera Tuya S.A. Sin embargo, tras un análisis 

detallado, el juez concluyó que la notificación se realizó correctamente y que el reporte debía 

permanecer, conforme a las normas sobre la permanencia del dato financiero negativo. 

            El accionante argumentó que no fue notificado debidamente sobre el reporte negativo en 

su historial crediticio, sosteniendo que los mensajes de texto enviados no cumplían con los 
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requisitos legales. No obstante, la entidad accionada Tuya S.A. demostró que se cumplió con la 

notificación previa utilizando los canales previamente acordados con el cliente: mensajes SMS y 

correos electrónicos.  

            Esta forma de notificación fue validada por el juez, quien indicó que, conforme a la Ley 

1266 de 2008, la notificación previa puede realizarse a través de medios electrónicos siempre y 

cuando estos hayan sido acordados previamente por el titular de la información. 

            El despacho verificó que las notificaciones fueron enviadas con al menos 20 días de 

antelación, conforme lo exige la normativa, y que la trazabilidad de estos envíos estaba 

debidamente documentada. En este sentido, el juez afirmó que no hubo vulneración del derecho 

al habeas data del accionante, ya que se garantizó el derecho a ser informado antes de realizar el 

reporte negativo. 

            El juez concluye que la entidad accionada cumplió con la notificación previa y que el 

reporte negativo debía permanecer en las bases de datos conforme a la normativa vigente. La 

solicitud del accionante de eliminar el reporte fue negada, ya que se comprobó que no se 

vulneraron sus derechos fundamentales al habeas data ni al debido proceso. Este fallo reafirma la 

importancia de cumplir con las disposiciones legales sobre notificación previa y permanencia del 

dato, elementos esenciales para la protección de los derechos de los titulares de la información, 

así como para la confianza en el sistema financiero y las centrales de riesgo. 
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8. Análisis y resultados de la Investigación 

            A partir del análisis de las sentencias revisadas y la importancia de la notificación previa 

en el registro de datos negativos en el historial crediticio, se pueden extraer varias conclusiones y 

resultados relevantes para la investigación. 

            Las sentencias revisadas han dejado en claro que el cumplimiento estricto del Artículo 12 

de la Ley 1266 de 2008 es esencial para mantener la integridad del sistema crediticio. Las 

entidades deben mejorar sus prácticas de notificación y establecer mecanismos más robustos para 

garantizar que los titulares de datos reciban y comprendan la notificación previa. 

8.1 El principio de la notificación previa y su eficacia legal 

            La notificación previa al registro de datos negativos, conforme al Artículo 12 de la Ley 

1266 de 2008, se erige como un requisito fundamental que garantiza el debido proceso y protege 

el derecho al Habeas Data. Este principio busca evitar que los ciudadanos se vean afectados en su 

historial crediticio sin haber tenido la oportunidad de corregir o controvertir la información 

reportada. Las sentencias analizadas demuestran que cuando no se cumple con esta obligación, el 

reporte negativo pierde validez legal, y los derechos fundamentales del titular de la información 

son vulnerados. 

            Las entidades, en muchos casos, no logran demostrar de manera fehaciente que la 

notificación fue recibida por el deudor, lo que genera la anulación de los reportes negativos, y se 

ven en la obligación de reiniciar el trámite conforme a los preceptos legales. La falta de 

notificación previa afecta directamente derechos como el debido proceso, el Habeas Data y el 

buen nombre, lo que conlleva a sanciones judiciales contra las entidades reportantes. 

8.2 Importancia del proceso de notificación en la protección del Habeas Data 
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            El Habeas Data otorga a los ciudadanos el control sobre su información personal y 

financiera. En las sentencias desarrolladas destaca que el sistema de reporte de datos financieros 

debe operar de manera equilibrada, respetando los derechos del titular de la información. La 

notificación previa actúa como una salvaguarda que garantiza que el reporte sea justo y 

corresponda a la situación real de comportamiento de pago de la obligación u obligaciones y que 

el titular tenga la oportunidad de rectificar, corregir o actualizar cualquier error, antes de que su 

Buen Nombre pueda verse afectado con una marcación negativa visible para un tercero. 

            Si la notificación no es comprobable y no se cumplen los 20 días de antelación, cualquier 

reporte negativo queda sin efectos legales, como lo demuestran las decisiones judiciales objeto de 

estudio.  

8.3 Impacto de datos con indebida notificación  

La falta de cumplimiento de la notificación previa por parte de las entidades financieras o 

comerciales no solo afecta al titular de la información, sino que también genera un impacto 

negativo en el sistema de información crediticia en general. Un sistema que no garantiza la 

veracidad y el cumplimiento de los procesos debidos pierde credibilidad y puede afectar la 

equidad entre los usuarios del crédito, y genera un malestar general en la sociedad, donde se 

pierde la confianza en el Estado, al poder considerarse de parte del ciudadano, de que las 

entidades privadas no tienen la obligación de cumplir los mandatos constitucionales y que por su 

posición de poder, pueden vulnerar los derechos fundamentales sin tener una sanción 

considerable. 

            La imposibilidad de validar un reporte negativo genera desconfianza en el sistema y 

puede perjudicar tanto a las entidades financieras como a los usuarios, ya que se distorsiona el 

acceso a la información veraz. En todas las sentencias analizadas, el incumplimiento del proceso 
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de notificación previa ha llevado a la orden judicial de retirar los reportes, lo que refuerza la 

necesidad de seguir los procedimientos establecidos por la ley. 

8.4 Propuestas para el marco normativo y práctico 

            A partir de los análisis de los casos, se evidencian deficiencias en la implementación y 

cumplimiento de la notificación previa por parte de las entidades financieras y comerciales. Es 

crucial fortalecer la supervisión y asegurar que las entidades no solo realicen la notificación, sino 

que tengan pruebas fehacientes de que esta fue recibida por el titular de la información. Además, 

se debería contemplar la creación de mecanismos más claros y accesibles para los deudores, a fin 

de que puedan rectificar o actualizar la información antes de ser reportados negativamente.  

• Mejorar los canales de notificación: Incluir mecanismos más seguros, como la 

notificación electrónica con confirmación de lectura o mensajería certificada, para 

garantizar que el deudor reciba y tenga conocimiento de la notificación. 

• Fortalecimiento de las sanciones por incumplimiento: Las entidades que incumplan 

con la notificación previa deberían enfrentar sanciones más severas para desincentivar 

estas prácticas, como suspensión de reportes, económicas, impedimentos de otorgar 

créditos, entre otras. 

• Educación financiera: Informar a los consumidores sobre sus derechos en relación con la 

notificación previa y el proceso de reporte de datos negativos, para que puedan actuar con 

mayor rapidez y eficacia en caso de recibir una notificación, que ya se encuentra 

establecido en la norma, sin embargo, rara vez las entidades inician programas enfocados 

en ello.  
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9. Conclusiones 

            El derecho al Habeas Data en Colombia tiene raíces tanto en el ámbito internacional como 

en las necesidades internas de proteger la información personal en una sociedad cada vez más 

digitalizada. La Constitución de 1991, junto con Leyes 1266 de 2008 y 2157 de 2021, ha 

establecido un marco sólido para la protección de este derecho, garantizando que los ciudadanos 

tengan control sobre su información personal y que las entidades respeten los principios de 

veracidad, integridad y seguridad en el manejo de los datos. 

            El análisis exhaustivo sobre la notificación previa en el marco del derecho al Habeas Data 

evidencia que este requisito es un mecanismo crucial para garantizar el debido proceso y la 

protección de los derechos fundamentales de los titulares de información crediticia. A lo largo del 

estudio de las Sentencias de Tutela y de la Ley 1266 de 2008, así como de su modificación en la 

Ley 2157 de 2021, se ha puesto de manifiesto la importancia de cumplir con este paso previo 

antes de realizar cualquier reporte negativo en las centrales de riesgo. 

            La notificación previa al registro de datos negativos en las centrales de riesgo no solo es 

un requisito legal, sino también un mecanismo de protección fundamental dentro del derecho al 

habeas data. Garantiza que los ciudadanos tengan la oportunidad de conocer, actualizar y 

rectificar la información crediticia que afecta su vida económica y personal, y asegura que las 

entidades financieras y comerciales cumplan con sus obligaciones en materia de manejo de datos 

personales.  

            El derecho fundamental al Habeas Data permite que los ciudadanos puedan acceder, 

rectificar y excluir información personal cuando sea necesario, lo que está directamente 

relacionado con el principio de autodeterminación. La notificación previa se convierte en un paso 

esencial para que los titulares de los datos puedan ejercer estos derechos antes de que su 

información sea utilizada en detrimento de su reputación crediticia. Las sentencias revisadas 
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demuestran que la notificación previa debe ser clara, precisa y verificable, a fin de garantizar que 

el titular esté en condiciones de tomar medidas antes de que se afecte su historial financiero. 

            Las decisiones judiciales, como la Sentencia T-258 de 2024, confirman que las entidades 

deben notificar al titular con al menos 20 días de antelación antes de reportar información 

negativa. Este fallo, junto con otros analizados, deja claro que el cumplimiento de la notificación 

previa mediante medios electrónicos (correo electrónico o SMS) es válido, siempre y cuando el 

titular haya dado su consentimiento y exista trazabilidad del envío. Esto fortalece el derecho de 

defensa de los ciudadanos, permitiéndoles controvertir los datos antes de que sean divulgados. 

            Asimismo, las normas sobre la permanencia del dato negativo (Artículo 13 de la Ley 

1266 de 2008), refuerzan la credibilidad en el sistema financiero. Las sentencias analizadas dejan 

claro que, incluso cuando la deuda ha sido cancelada, la información sobre la mora puede 

permanecer hasta por el doble del tiempo de mora, con un máximo de cuatro años. Este plazo, 

aunque puede resultar gravoso para algunos titulares, busca mantener la integridad y veracidad 

del historial crediticio. 

            Si bien las leyes que regulan el Habeas Data buscan equilibrar los derechos de los titulares 

con la necesidad de un sistema financiero transparente, es fundamental que el reporte de datos 

cumpla con el principio de proporcionalidad. Esto significa que el uso de la información personal 

debe ser proporcional a la finalidad para la que fue recopilada, asegurando que no se afecten de 

manera indebida los derechos fundamentales del titular, como el buen nombre. Las sentencias 

revisadas muestran que la falta de notificación previa no solo vulnera el derecho al Habeas Data, 

sino que también afecta de manera directa el derecho al buen nombre, ya que el reporte negativo 

genera consecuencias graves para el titular, especialmente en términos de acceso al crédito o 

subsidios del Estado (vivienda). 
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            El análisis jurisprudencial evidencia que, en la práctica, existen deficiencias en la forma 

en que se cumplen las obligaciones de notificación previa. A pesar de que la legislación es clara, 

varias entidades financieras y comerciales no cumplen rigurosamente con este requisito, lo que ha 

resultado en un número considerable de tutelas. Es por esto que la Superintendencia de Industria 

y Comercio (SIC) ha jugado un rol crucial al ejercer control sobre las entidades reportantes y 

exigir el cumplimiento de las normativas vigentes e imponer sanciones económicas 

representativas a las entidades que faltan a sus deberes. 

            Las sentencias de tutela han sido una herramienta y mecanismo efectivo para la 

protección del derecho al Habeas Data, permitiendo que los ciudadanos logren la rectificación o 

eliminación de información cuando sus derechos han sido vulnerados. Sin embargo, estas 

decisiones judiciales también muestran que aún existen vacíos en la forma en que algunas 

entidades manejan la información crediticia de los titulares, lo que pone de relieve la necesidad 

de un mayor control y sanciones más severas para los infractores. 
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10. Recomendaciones Finales 

• Se recomienda que las entidades financieras implementen mecanismos más robustos y 

verificables para garantizar la trazabilidad de la notificación previa, con el fin de reducir 

los litigios por la falta de cumplimiento. 

• Es crucial que los titulares de la información estén más informados sobre sus derechos al 

habeas data y sobre el procedimiento que deben seguir en caso de que no se cumpla con la 

notificación previa. 

• Las autoridades competentes, como la Superintendencia de Industria y Comercio, deben 

reforzar su papel sancionador cuando se evidencien vulneraciones a los derechos de los 

titulares. 

            La protección del derecho al Habeas Data es un componente esencial en la defensa de los 

derechos fundamentales de los ciudadanos frente al manejo de su información personal. A través 

del análisis de la Ley 1266 de 2008, su modificación por la Ley 2157 de 2021 y la jurisprudencia 

asociada, se concluye que la notificación previa es un mecanismo que debe ser respetado 

estrictamente para garantizar un equilibrio adecuado entre el derecho del titular y las necesidades 

del sistema financiero. Las sentencias analizadas refuerzan el valor de este derecho, evidenciando 

que, cuando se cumple de manera adecuada, fortalece la confianza en el sistema financiero y 

protege los derechos fundamentales. 
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